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SUMARIO: I. INTRODUCCIÓN. 1. Significado de las vías pecuarias. 2. El problema plan-
teado por la desaparición de la Mesta.—II. LAS VÍAS PECUARIAS EM EL CÓDICO CIVIL. 1. Las
vías pecuarias no están contempladas en los preceptos referentes a los bienes de dominio
púb'.ico. 2. Las vías pecuarias están contempladas en la regulación de las servidumbres
<Je paso. 3. Diferencias que ofrecen las dos versiones del Código civil. 4. Características de
la regulación: a) Amplitud de la regulación; b) ¿Servidumbres prediales o servidumbres
personales?; c) Potenciamiento de la regulación administrativa.—III. RECULACIÓN ADMI-
NISTRATIVA DE LAS VÍAS PECUARIAS: LA CALIFICACIÓN DE LAS VÍAS PECUARIAS COMO BIENES
DE DOMINIO PÚBLICO.—IV. LAS RECULACIONES ADMINISTRATIVAS COMO INSTRUMENTO DEL

PROCESO DE APROPIACIÓN POR PARTE DEL ESTADO. 1. La busca del sentido real de la fórmula
de dominio público. 2. La regulación inmediatamente anterior al Código civil: fracciona-
miento de titularidades. 3. La regulación inmediatamente posterior al Código civil: el pro-
ceso de concentración de titularidades en beneficio de la Administración. 4. El Real De-
creto de 30 de agosto de 1917: consolidación de la normativa anterior. 5. La regulación de
la Dictadura: la enajenación de las vías pecuarias innecesarias. 6. La regulación de la
Segunda República: la afectación de las vías innecesarias a los fines de la reforma agra-
ria. 7. El Decreto de 23 de diciembre de 1944.—V. POSIBILIDAD DE QUE LAS VÍAS PECUAKIAS

.SEAN CONFIGURABAS COMO SERVIDUMBRES: EL CASO DEL VEREDÓN DE MORALES.

1. Hay una clase especial de caminos (1) cuyo significado desde el
punto de vista de la economía ganadera y agraria es verdaderamente deci-

(1) El presente trabajo es una parte de un libro de próxima publicación, sobre el
derecho de los caminos. Corresponde, en concreto, al capítulo IV, dedicado a la propiedad
de los caminos. En este capítulo se estudia, en primer lugar, el planteamiento general de
la propiedad de los caminos, A continuación se estudian con detalle las especiales caracte-
rísticas que presentan, en orden al problema de la propiedad, determinados tipos de cami-
nos, como las vías pecuarias, los caminos rurales, las calles y las autopistas. Pues bien,
«ste estudio especial de la propiedad de las vías pecuarias es el que aquí se transcribe.

Conviene tener presente esta particularidad, porque, aunque la parte que se publica
ahora tiene entidad propia, son frecuentes en el texto transcrito las referencias a otras par-
tes del libro.
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sivo. Se trata, en concreto, de las vías pecuarias. Dejemos que nos describa
su importancia un destacado especialista: «Es condición indispensable
para el sostenimiento de la cabana nacional —y especialmente para los
óvidos— la existencia de una red de vías pecuarias que garantice su acceso
a los lugares de pastos. Ahora bien, precisamente estas cañadas son el más
codiciado objeto de las usurpaciones de los labradores (y no labradores),
que siempre las lian considerado como un auténtico botín de lejano y poco
caloso propietario. Hasta el punto que en los años que corremos es ocioso,
por conocido, ponderar el lamentable estado en que se encuentran las vías
pecuarias españolas, desaparecidas muchas de ellas y recortadas en su
mayor parte, da tal manera que parece imposible a los ganaderos escapar
de las continuas denuncias y sanciones ocasionadas por daños en los sem-
brados que limitan las cañadas y que son, con gran frecuencia, imposibles
de evitar, a menos que se abozalen y lleven en fila india las ovejas por los
estrechos caminos de rueda a que han quedado reducidas las amplias vías
tradicionales)) (2). Ec-tas palabras nos proporcionan una excelente intro-
ducción para acercarnos al estudio jurídico de estas especiales vías de co-
municación, en relación con las cuales se ha podido hablar del «tremendo
problema que la actual situación y regulación de las cañadas producá en
la ganadería» (3).

2. El tema de las cañadas es un tema verdaderamente importante,,
siendo abundante la legislación producida al objeto de evitar las pertur-
baciones de las mismas, así como para tratar da impedir su desaparición.
Ahora bien, esta problemática sólo surge y se plantea, al menos en sus
características actuales, una vez que, por razones obvias, se desmonta la
gran organización jurídica que se había ido formando a lo largo de muchos
siglos en torno a la Mesta (4). En efecto, en la época en que los privilegios
a favor del honrado Concejo (5) se encontraban en vigor, «estaba prohi-
bido cerrar las cañadas o labrarlas, para que los rebaños pudiesen hacer
sus viajes paciendo y andando; y si alguna persona de cualquiera clase o
estado turbaba a los pastores en la posesión de esta servidumbre pecuaria,

(2) NIETO, Ordenación de pastos, hierbas y rastrojeras, II, Valladolid, 1959, pág. 135.
(3) NIETO, loe. cit.

(4) Véase en es:e sentido la Exposición de Motivos del Real Decreto de 13 de agosto
de 1892 reorganizando la Asociación General de Ganaderos, en el que al hablar de la
Mesta se alude a sus «privilegios, incompatibles con las modernas instituciones".

(5) Sobre el tema de la Mesta puede verse, por todos, el ya clásico libro de KLEIN
La Mesta, versión española, Madrid, 1936, si bien se es consciente hoy día de que el libro
(de 1920) ha quedado un poco anticuado. Entre los administrativistas españoles, véase por
tru!o=. NIETO, Ordenación..., cit., I, págs. 134 y sigs. y passim-.
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caía debajo de la jurisdicción inexorable de los alcaldes de la Mesta» (6).
En aquellas condiciones, por tanto, el esquema de la organización pecuaria
tenía previstos sus propios medios de defensa contra cuya dureza y rigidez
habían protestado en tantas ocasiones los labradores (7). Pues bien, la
supresión de la Mesta, tan significativa y tan importante desde tantos as-
pectos, en orden al problema concreto de la conservación de las vías pe-
cuarias iba a producir, de hecho, un vacío importante, al no adecuarse,
sustitutoriamente, los procadimientos pertinentes para impedir que los la-
bradores vecinos fueran apropiándose, poco a poco, de unos caminos que
venían utilizándose desde hacía siglos para el paso del ganado (8).

(6) COLMEIRO, Historia de la economía política en España, ed. 1965, Madrid, I, 347.
El título XXVII del libro VII de la Novísima Recopilación trata, precisamente, «Del Con-
cejo de la Mesta; jurisdicción de su Presidente, y\lcaldes mayores y Subdelegados». Se
contiene allí una amplia y minuciosa regulación de todas las competencias y facultades de
la Mesta, a las que aquí nos remitimos, sin entrar ahora en detalles.

(7) Esto se refleja, por ejemplo, en las siguientes afirmaciones, contenidas en una
Instrucción de Carlos IV de 30 de septiembre de 1795 (Nov. Rec, libro VII, tít. XXVII,
Ley XI): «Habiéndose arreglado la instrucción conveniente, así para conseguir el fin del
amparo y defensa de la Real Cañada, como para cortar los abusos, excesos y perjuicios que
han producido los Alcaldes mayores entregadores y sus audiencias, acomodando al pen-
samiento del día la última formada por los comisionados del honrado Concejo de la Mesta,
especialmente sobre que no se causen molestias ni vexaciones a mis vasallos en los tiempos
de recolección y sementera; he tenido a bien aprobar la citada siguiente Instrucción: ...».

(8) Es muy expresivo en este sentido, por ejemplo, lo que se dice en el Preámbulo
del Real Decreto de 3 de manso de 1877, al que nos hemos de referir más adelante en el
texto con algún detalle: «Al quedar para siempre derogada la legislación mesteña por las
instituciones que felizmente nos rigen, la cabana española habría desaparecido casi por
completo de la Península si los diferentes Gobiernos que siguieron a nuestra regeneración
política no hubieran procurado su defensa contra la reacción que le amenazaba, con la
misma solicilud que había salvado los derechos sagrados de la propiedad territorial, decla-
rando cerradas y acotadas todas las fincas. La industria pecuaria no pedía en el mismo
régimen privilegio de ninguna clase, ni habría sido posible otorgárselos: bastábale para
vivir y prosperar, y eso es lo que con sobrada razón exigía igual apoyo que el que se dis-
pensaba y ciertamente merecían los demás intereses rurales».

«Entre las medidas imperiosamente reclamadas, las relativas a la conservación de las vías
y servidumbres pastori.es eran de necesidad más perentoria y urgente; porque lo mismo
que en lo antiguo, en el nuevo período que se inauguraba, los rebaños habían menester
cabanas, abrevaderos y descansaderos para poder disfrutar en las respeclivas estaciones de
los pastos de las sierras y de las tierras llanas, y marchar, haciendo alguna vez viajes tan
largos y penosos, desde las dehesas que pasiaban a los centros de consumo...».

Las distintas disposiciones administrativas que se suceden al objeto de regular las vías
pecuarias insisten reiteradamente en la necesidad de buscar un procedimiento adecuado para
evitar que se produzcan abusos sobre dichas vías pecuarias. Ya lo hemos de ver a lo largo
de las páginas siguientes. Ello constituye la prueba más palpable de que el problema va
quedando sin resolverse. Recordemos ahora, a título simplemente de detalle pintoresco,
que en 1838 fue agregado el Servicio de Cañadas a la Superintendencia General de Caminos,
algo así como lo que hoy sería la Dirección General de Carreteras y Caminos Vecinale*.
Pero en vista de que era difícil y costoso, el Eslado renunció al año siguiente a la realiza-
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Son muchos, desde luego, los problemas jurídicos planteados por las vías
pecuarias, tanto que exigirían una investigación específica y de coonjunto.
Pero aquí vamos a hacer sólo algunas consideraciones en relación con el pro-
blema que ahora nos ocupa, es decir, el de su propiedad. ¿Quién es ese «le-
jano y poco celoso propietario», a que se refería el comentarista antes tras-
crito, que ha podido permitir que las vías pecuarias llegaran a tan lamenta-
ble estado? ¿Quién es el propietario tan descuidado para con sus pertenen-
cias que ha podido permitir que los labradores pudieran hacer, impune-
mente, botín de las mismas? ¿Es que existe, en realidad, tal propietario?
En la compleja problemática que estas vías de comunicación plantean hoy
día, éstos van a ser los interrogantes que a nosotros nos interesan especí-
ficamente ahora. Al mismo tiempo, esto nos va a dar opor'.unidad para
constatar cómo, bien que a través de muy diversos acontecimientos y me-
diante el transcurso de muchos años, la serie de competencias y titulari-
dades que habían sido detentadas por el honrado Concejo de la Mesta irán
siendo absorbidas paulatinamente por el Estado. El vacío surgido con la
desaparición del honrado Concajo no habría de prolongarse demasiado
tiempo. A la larga, sería el Estado el beneficiario de la disolución de la
tradicional corporación ganadera. El estudio de este tema nos va a ofrecer
así la posibilidad de contemplar algunos aspectos interesantes de este tras-
paso de poderes.

II

La Novísima Recopilación contiene numerosos preceptos referentes a
las vías pecuarias, en el título XXVII del libro VII, donde se contienen las
disposiciones que se refieren a la Mesta. Sin embargo, ya hemos dicho que
la problemática que a nosotros nos interesa surge sólo tras la desaparición
de la Mesta. En base a esta razón, vamos a ocuparnos aquí sólo de la pro-
blemática de la propiedad de las vías pecuarias en su aspecto moderno,
prescindiendo, por tanto, del estudio de la configuración jurídica de las vías
pecuarias en épocas anteriores. En concreto, vamos a afrontar nuestro estu-
dio tomando como punto de partida el Código civil: ¿abordó el legislador
en el Código civil el problama de la propiedad de las vías pecuarias? Insisto
que sería muy interesante un estudio histórico y sistemático sobre las vías
pecuarias, pero aquí no podemos emprender tal empresa, limitándonos a

ción de la] competencia. Así se indica en el Preámbulo del Real Decreto de 23 de sepliem-
tre de 1892, por el que se reorganiza la Asociación General de Ganaderos.

100



EL PROCESO DE APROPIACIÓN POR EL ESTADO DE LAS VÍAS PECUARIAS

contemplar algunos datos proporcionados por nuestro más reciente Derecho
positivo.

1. En el Código civil se codifica, como sabemos (9), la noción de domi-
nio público. Al mismo tiempo se enumeran los bienes que se consideran
incluidos en dicho concepto. Sin embargo, las vías pecuarias no aparecen
expresamente aludidas ni en el artículo 339 ni en el 344 (10). Por supuesto
que. como se sabe, la enumeración del artículo 339 es una enumeración
abierta, pero adelantemos ya el dato de que estas vías no están expresa-
mente contempladas allí a la hora de redactarse el Código civil. ¿Es que
no se consideraban como de dominio público?

Las vías pecuarias usadas por los ganados de la Mesta, ¿no se incluían
entre los bienes que pertenecen a todos los ornes comunalmente y que apare-
cían contemplados en la Ley 6.a, Título XXVIII, Part. 3.a? ¿Es ésta la razón
de que no fueran incluidas en el artículo 339 del Código civil? Por otra
parte, el significado y la configuración que alcanzó la Mesla en cuanto
organización que actuaba por encima de las concretas divisiones territo-
riales (11) pudo contribuir seguramente a que las vías pecuarias —o las
más importantes ds entre ellas— no fueran consideradas como pertene-
cientes al grupo de bienes qua son apartadamente del común de una ciudad
o villa, y que aparecían contemplados en la Ley 9 del Título XXVIII, de la
Part. 3.a ¿Puede explicar esto el que correlativamente no se incluyeran
tampoco en el artículo 344 del Código civil? (12). Porque, insisto, desde
nuestra perspectiva actual, parece un poco extraño que estos bienes no
estén expresamente recogidos en ninguno de los dos preceptos del Código
civil en los que se enumeran los bienes de dominio público.

La solución dada por el Derecho positivo más reciente exige que trate-
mos de ver la relación que presentan las vías pecuarias con el dominio pú-
blico en la regulación del Código civil. Más adalante hemos de insistir sobre
este tema. Pero conviene ahora dejar constancia, como afirmación inicial,

(9) Debe tenerse en cuenta para todo lo que sigue lo señalado en la ñola 1.
(10) Se pudiera pretender quizá que quedaban incluirlos en la referencia a los caminos

Sin embargo, toda la tradición histórica nos obliga a diferenciar ambos conceptos. Además,
como vamos a ver en seguida en el texto, el Código civil se ocupa de las vías pecuarias
en otro lugar.

(11) Esta característica de la trashumación de los ganados de la Mesta !a destaca ex-
presamente JORDANA DE POZAS en su estudio Ensayo sobre las entidades públicas, represen-
tativas y profesionales en el Derecho administrativo español, escrito en 1917 y publicado
en su totalidad en el volumen en homenaje al citado Profesor, titulado Estudios de Admi-
nistración local y general, Madrid, 1961, 216.

(12) Conviene advertir ahora que en otra parte del libro del que forma parte el pre-
sente trabajo se ha estudiado la correlación que los artículos 339 y 344 del C. c. ofrecen
con la Ley 6 y con la Ley 9, respectivamente, del título XXVIII de la Partida 3.".
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de que el Código civil no se ocupa de las vías pecuarias al enumerar los
bienes de dominio público.

2. Lo dicbo, sin embargo, no significa que el Código civil no regule las
vías pecuarias. Vamos a ver que en efecto se ocupa de ellas, lo que ocurre es
que, sistemáticamente, aborda este problema en otro lugar distinto del
dedicado a los bienes de dominio público. Las vías pecuarias están con-
templadas en el Código civil en el mismo libro en que se trata de la
propiedad —el libro segundo que se ocupa «de los bienes, de la propiedad
y de sus modificaciones))—, pero no en el título referente a la propiedad,
sino en el título VII, referente a las servidumbres. En concreto, se aborda
el problema que nos ocupa dentro de la sección dedicada a la servidumbre
de paso, sección que está incluida a su vez en el capítulo referente a las
servidumbres legales. Dispone, en concreto, el artículo 570:

«Las servidumbres existentes de paso para ganados, conocidas con
los nombres de cañuda, cordel, vereda o cualquier otro, y las de abre-
vadero, descansadero y majada, se regirán por las ordenanzas y Regla-
mentos del ramo, y en su defecto, por el uso y costumbre del lugar.

Sin perjuicio de los derechos legítimamente adquiridos, la caña-
da no podrá exceder en todo caso de la anchura de 75 metros; el
cordel, de 37 metros 50 centímetros, y la vereda, de 20 metros.

Cuando sea necesario establecer la servidumbre forzosa de paso
o la de abrevadero para ganados, se observará lo dispuesto en esta
sección y en los artículos 555 y 556. En este caso la anchura no podrá
exceder de diez metros».

3. El Código civil no se ha olvidado, por tanto, de las vías pecuarias.
El artículo 570 se refiere a ellas ampliamente. Ahora bien, antes de analizar
el alcance de esta regulación, conviene que consideremos brevemente una
particularidad de la historia de la misma que va a proporcionarnos algún
dato interesante para nuestra valoración. Me refiero a la diferencia de sig-
nificado que presenta el artículo 570 en las dos versiones del Código civil.
Importa resaltar esta particularidad. Acabamos de transcribir el artículo 570
en la versión actualmente vigente y que es la que fue aprobada el 24 de
julio de 1889. Sin embargo, el Código civil tuvo una versión anterior que
no llegó a estar vigente tres meses (13) y que fue aprobada por Real De-
creto de 6 de oclubre de 1888. Pues bien, en esta primera edición, el ar-
tículo 570 aparecía redactado de la siguiente forma :

(13) Sobre las dos ediciones del C c , véase DE CASTRO, Derecho civil de España.
Parle general, I, 3.» ed., Madrid, 1955, 219.
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«La servidumbre de paso y abrevadero para ganados, conocida con
los nombres de cañada, cordel y senda mesteña, continuará en la
misma forma y bajo las mismas reglas que boy se halla estable-
cida» (14).

A primera vista, y aunque sólo sea por lo que respecta a la existencia de
ambas versiones, vemos que hay una gran diferencia. En la Exposición de
Motivos, en la que se explican las enmiendas y adiciones hechas en la nueva
«dición del Código civil, se decía precisamente en relación con la modifica-
ción que a nosotros nos interesa :

«El artículo 570, que declara subsistentes las servidumbres pecua-
rias establecidas, necesitaba alguna ampliación, a fin de determinar
claramente su régimen en lo futuro, tanto para que no se creyera que
iban a desaparecer las anchuras señaladas por la legislación anterior
a alguna de esas servidumbres, cuanto para fijar la medida de las
forzosas que en adelante se establezcan con destino al paso y abre-
vadero de los ganados. Para cumplir estos fines, guardando perfecto
respeto a los derechos adquiridos, ha refundido la Sección el expre-
sado artículo» (15).

Tampoco podemos analizar anuí con detalle el alcance de esta diferente
reculación. Sin embargo, inmediatamente vamos a tratar de sacar alguna
«onsecuenoia de esta disparidad. En todo caso conviene advertir que las di-
ferencias entre ambos textos son evidentes y no atañen sólo a aspectos su-
perficiales.

La segunda versión del Código se presenta con una finalidad meramente
aclaratoria (16), cuando en realidad va a tener verdadero y amplio alcance
innovalivo. Tendríamos aquí un claro supuesto del doble sentido con que
tantas veces se utilizan las disposiciones que se hacen pasar por aclaratorias,
tal como lia estudiado recientemente VILLAR PALASÍ (17). A este respecto

íl-t) Reitacción lomada de la edición oficial de! Código publicada en Madrid en 1888.
(15) Esta Exposición de Motivos, mandada publicar por R. D. de 29 de julio de 1889,

eslá recogida en MAXBESA, Comentarios al Código civil español, I, 6.a ed., Madrid, 1943, 81.
(16) DE 0A.STRO, op. cit., 220, al estudiar el significado de la Exposición de Motivos

•del texto reformado, lo resume señalando: «el alcance de los retoques hechos se trata de
reducir a "modificaciones de conceptos y expresión", con la sola formalidad de la "mayor
claridad del concepto, ya para que no parezcan en disonancia con otros, a que se refieren,
ya para prevenir las dudas a que pudiera dar lugar la suspicacia o la malicia de los que
litiguen sobre su aplicación, ya, en fin, para corregir los errores de imprenla o de copia
<iuc padecen", o porque "necesitan ampliarse y desarrollarse para su aplicación, a fin de
que no den lugar a una jurisprudencia varia y contradictoria"».

(17) VILI.VK PALASÍ, El. mito de !as disposiciones aclaratorias, Madrid, 1965.
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son terminantes las palabras de DE CASTRO, quien entiende que «las varian-
tes que la Comisión introdujo son mucho más numerosas que las que se valo-
ra en la Exposición de Motivos, y que bastantes de las rsíormas hechas no
pueden entenderse como mera aclaración o interpretación auténtica, sino
que contienen principios nuevos o contradictorios con los anteriores» (18).

4. Una vez {ijada esta diferenciación inicial, podemos entrar a exami-
nar el alcance de la regulación vigente. Vamos a detenernos sólo en las
características que más nos interesan ahora a nosotros, dada la índole de
este estudio.

a) Se alude en el artículo 570 a los supuestos que tienen el nombre de
cañada, cordel y vereda, así como a cualquier otro (19). Es interesante no-
tar este sentido comprensivo de la regulación, dada la variedad de supues-
tos que contemplaban tanto el viejo derecho como las costumbres particu-
lares. Se trata, por tanto, de una disposición un tanto imprecisa en cuanto
a los supuestos que acoge lo que significa, por otra parte, que los tipos re-
gulados se contemplan con gran amplitud. Es una regulación amplia, capaz
de comprender en su seno a muy diversos supuestos.

6) Las vías pecuarias se configurarán como servidumbres : servidumbre*
de paso para ganados (20). No se enfoca la regulación acudiendo a la pers-
pectiva de la propiedad de estas vías, sino que se acude al concepto de la
servidumbre, ¿se acude a esfa figura por el hecho de que el paso de Ios-
ganados es un fenómeno discontinuo que se produce sólo en determinadas-
épocas del año? La servidumbre de paso es, en principio, una servidumbre
del tipo de las prediales: se parte de la existencia de un predio sirviente y
de un predio dominante. Esta observación puede deducirse de los artículos
que junto con el 570 se incluyen en la sección referente a la servidumbre de

(18) DK CASTRO, loe. cjt.

(19) Por ejemplo, se puede recordar a este respecto que en Aragón se utiliza normal-
mente la expresión de cabañeras para aludir a las vías pecuarias.

(20) El Profesor GUAITA ha afirmado recientemenlc en su Derecho administrativo es-
pecial (III, Zaragoza, 1964, 278) que «en todo caso si es indudable que, aunque con el
carácter atenuado que antes se ha puesto de manifiesto, las vías pecuarias son un ejemplo1

de dominio público, no de una servidumbre de paso», añadiendo en nota que, «por el con-
trario, equivocadamente, el artículo 570 del C. c. las llama servidumbres legales de paso».
Creo que estas afirmaciones sólo se podrían sostener partiendo de un concepto dogmática
del dominio público, concepto cuya inexactitud se demuestra con sólo acudir al análisis
específico de cada una de las regulaciones, análisis que abordamos en las páginas si-
guientes.

En todo caso, se traía de un juicio de valor formulado desde la actúa! perspectiva, pero
que no tiene en cuenta e] momento de la regulación, ni toda la evolución histórica an-
terior

104



EL PROCESO DE APROPIACIÓN POR EL ESTADO DE LAS VÍAS PECUARIAS

aso. Ahora bien, estas servidumbres contempladas en el artículo 570 (21),
puede decirse que sean realmente servidumbres prediales? En el «aso nor-
ial de las vías pecuarias, en el caso tradicional del paso de las cañadas de
. Mesta, ¿puede hablarse realmente de un predio dominante? Parece evi-
eníe que no. ¿Se tratará entonces de una servidumbre personal establecida
favor de una determinada persona o comunidad? Como se sabe, a partir
3 un conocido trabajo de OSSORIO MORALES, se admite sin ninguna duda la
ústencia efectiva de servidumbres personales en nuestro derecho, de acuer-
0 con la posibilidad prevista por el artículo 531 del Código civil (22). Pero
ate esta posibilidad es preciso señalar que tan destacado tratadista no alude
1 se ocupa de estas servidumbres del artículo 570 del Código civil al estil-
lar las servidumbres personales. ¿Hará esto que pensemos en otra calííi-
ición? A este respecto puede ser útil recordar aquí el razonamiento formu-
ido por el citado autor al estudiar la servidumbre de uso público a que
itán sujetas las riberas de los ríos en interés de la navegación, así como la
:rvidumbre de caminos de sirga. No pudiéndose hablar en estos casos de
u predio dominante, llega a la conclusión de que estas ssrvidumbres no
ueden ser calificadas de prediales. Ahora bien, inmediatamente observa :
Apresurémonos a decir que no pretendemos con esto incluir estas servi-
umbres de uso público —-como las llama el artículo 553—• en la categoría
e las servidumbres personales, pues no se nos oculta que aquellas cargas
enen un carácter predominantemente de derecho público (23), y no es
osible catalogarlas estrictamente en la sistemática del derecho privado, nr
pilcarles los principios seculares de éste» (24). ¿Podrán quizá extenderse a
is servidumbres de paso para ganados del artículo 570 del Código civil las
bservaciones anteriores, formuladas en relación con las servidumbres de
so público? Vamos a abstenernos ahora de responder a este interrogan-
¡ (25). No interesa en este momento entrar en el tema de la calificación

(21) Es evidente que el artículo 570 se refiere a muy distintos supuestos; eviden-
mente, la servidumbre forzosa de paso o la de abrevadero para ganados, contemplados en-

párrafo 3.°, contemplan fenómenos jurídicos muy distintos a los de las cañadas, veré-
is, etc.

(22) OSSORIO MORALES, Las servidumbres personales, Madrid, 1936; especialmente
i el apartado IV, titulado «Admisibilidad de servidumbres personales en Derecho español»-
n planteamiento reciente del tema puede verse en NIETO. Bienes comunales, Madrid,
164, 349 ss.

(23) En nota se afirma textualmente que «así lo acredita el hecho de que todo lo
lativo al establecimiento de estas servidumbres inherentes a los predios ribereños, corres-
indc a la Administración. Cfr. artículo 125 de la Ley de Aguas».

(24) OSSORIO MORALES, op. cit., 85.

(25) Más adelante hemos de referirnos con detalle en el texto de la sentencia deí
ribunal Supremo de 10 de noviembre de 1962, referente al caso del Veredón de Morales,
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jurídica de estas servidumbres de paso para ganados contempladas genéricf
mente en el artículo 570 del Código civil. Al objeto de nuestro estudio, 1
qua hace íalta destacar es que la regulación que el Código civil da de la
vías pecuarias arranca de la consideración genérica de las mismas com
servidumbre.

c) Hay un tercer aspecto que conviene poner en evidencia a la hor
de estudiar la regulación que el Código civil da de las vías pecuarias, poi
que tiene gran importancia desde la perspectiva que a nosotros nos interesa
Está contemplado el mismo en el último inciso del párrafo 1.° del artícn
lo 570, a cuyo tenor estas servidumbres

«se regirán por las Ordenazas y Reglamentos del ramo, y, en su de
fecto, por el uso y costumbre del lugar».

Esta afirmación parece querer indicar que la regulación del Código n>
pretende ser innovativa en este sector. Es como si el Legislador, al momenti
de promulgar el Código, no sa atreviera a abordar la sistematización defi
nitiva de toda esta materia. Bien claramente se aprecia este punto de vist,
en la primera versión que tuvo «1 artículo 570. Se decía entonces, recordé
mos, que la servidumbre contemplada «coniinuará en la misma forma ;
bajo las mismas reglas que hoy se halla establecida». De esta expresión pa
rece evidente la ausencia consciente de sentido innovador de la regulado]
del Código. Se puede decir que en este caso mantiene el Código una pos
tura similar a la sostenida en relación con las aguas, minas, etc., que ha
brían de seguir rigiéndose por sus leyes especiales (26). La diferencia en
tre estos supuestos radica en que, al momento de promulgarse el Códig<
civil, existían, en efecto, leyes especiales para las aguas, las minas o la pro
piedad intelectual (27). En cambio, las servidumbres pecuarias no estabai
en aquel momento reguladas por una Ley especial. Existía sólo una regu
lación de carácter reglamentario. En la versión inicial del artículo 570 s>

donde se afirma que la vía pecuaria objeto del pleito es una servidumbre de carácte
mixto, pues se puede decir que es tanto una servidumbre predial como una servidumbr
personal.

(26) La base 10 de la Ley de 11 de mayo de 1888 (C. L. núm. 215), por la que s
•ordenaba la redacción del C. c , disponía, en efecto: «Se mantendrán el concepio de 1
propiedad y U división de las cosas, el principio de la accesión y de copropiedad co
arreglo a los fundamentos capitales del Derecho patrio, y se incluirán en el Código la
bases en que descansen los conceptos especiales de determinadas propiedades, como la
aguas, las minas y las producciones científicas, literarias y artísticas, bajo el criterio d
respetar las Leyes particulares por que hoy se rigen en su sentido y disposiciones...».

(27) A este respecto, conviene lener en cuenta los siguientes preceptos del Código
el 425, en relación con las aguas; el '127, en relación con las minas, y el 429, en relació
con la propiedad intelectual.
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abla sólo de la regulación existente, pero no se dice cuál es su carácter.
n cambio, en la segunda versión del precepto se habla ya de las Orde-
anzas y Reglamentos del ramo, aparte de la referencia subsidiaria al uso y
la costumbre del lugar. Ahora bien, la modificación que se ha introdu-
do de una a otra versión va a utilizar, a este respecto, una expresión que
a de potenciar una regulación muy distinta de la originaria. Se dice, en
'ecto, que las servidumbres contempladas «se regirán por las Ordenanzas
Reglamentos del ramo». La expresión utilizada da a entender, desde luego,
sumisión de estos supuestos a los reglamentos del ramo. Pero parece que

intiene también una especie da mandato normativo, una especie de habi-
tación, una especie de invitación para que se lleve a cabo la actuación de
lalización de Ordenanzas y Reglamentos. En una palabra, lo que es evi-
snte es que se deja la puerta abierta para que la Administración diga la
Itima palabra en toda esta materia, pues es a la Administración a quien
;tá atribuido el poder de dictar Ordenanzas y Reglamentos. Es decir, que
Código civil, respscto a las vías pecuarias, va a potenciar, sin estableci-

liento de límites importantes como contrapartida, la regulación que haga
3 las mismas la Administración pública en sus normas reglamentarias. De
ta manera, yo no sé si consciente o inconscientemente, ya no sé si debi-
3 a una actuación predeterminada o como mero resultado de supuestos
jjetivos, la realidad es que la Administración se va a encontrar dotada de
osibilidades muy importantes a la hora de configurar el régimen jurídico
; las vías pecuarias.

Tales son las principales características que nos parece oportuno retener
lora de la configuración que hace el Código civil de las vías pecuarias,
hora bien, para apreciar cuál sea el verdadero alcance de las vías pecua-
as, y en concreto para calibrar cómo se configura el problema de su pro-
iedad, que es el que ahora nos interesa, es preciso acudir a las normas
Iministrativas que se han ocupado de las mismas, dando cumplimiento así
las posibilidades contenidas en nuestro Código.

III

1. La primera particularidad que nos llama la atención al contemplar
is regulaciones administrativas de las vías pecuarias posteriores al Código
vil es la de que las vías pecuarias van a ser objeto de una calificación
specífica que es, sustancialmente, diversa de la contenida en el Código. En
fecto, sin ninguna reserva, las vías pecuarias van a ser calificadas por los

107



LORENZO MART1N-RETORTII.LO BAQUER

diversos reglamentos pertinentes como bienes de dominio público (28). YÍ
mos a seguir, a este respecto, las etapas más significativas.

2. En 1892 tiene lugar una de las reorganizaciones de la Asociado
Genera] de Ganaderos, institución que es la sucesora del honrado Cor
cejo de la Mesta. Se trata de la primera regulación de importancia en est
materia surgida con posterioridad al Código civil. Pues bien, en el Reí
Decreto de 13 de agosto de 1892 (C. L., núm. 24), por el que se lleva
cabo dicha reorganización, encontramos un precepto de primer interés de;
de la perspectiva que ahora nos interesa. El párrafo 1.° del artículo 1
dispone :

«Las vías pecuarias (29), los abrevaderos y los descansaderos c
la ganadería son bienes de dominio público, y son imprescriptible:
sin que en ningún caso puedan legitimarse las roturaciones hechí
en ellos».

Este precepto que considera expresamente a las vías pecuarias com
bienss de dominio público se inserta de lleno en las regulaciones admini,
trativas, hasta el punto de que va a ser siempre reiterado por la legislació
posterior con más o menos variantes.

3. En 1917 se reorganizaría de nuevo la Asociación General de Gi
naderos por Real Decreto de 30 de agosto. El Real Decreto de 13 de agosl
de 1892 iba a ser modificado en parte, manteniéndose, sin embargo, la v
gencia de varios de sus preceptos, entre los que se encontraba el artículo 1¿
antes transcrito, que es el importante para nuestro estudio.

4. En la época de la Dictadura del general Primo de Rivera se lleg
a una nueva regulación de la materia. A tal efecto, el 5 de junio de 192
se promulga un Real Decreto para la clasificación y deslinde de las vú
pecuarias. Esta norma reconoce expresamente en su Preámbulo, que 1
misma

(28) En la regulación inmediatamente anterior al Código civil, la de 1877, no h:
pie, en absoluto, para afirmar que las vías pecuarias sean consideradas como bienes (
dominio público. Esta legislación la vamos a examinar con detenimiento más adelante <
el texto.

(29) Obsérvese la diferencia entre la formulación de este precepto y la del aríículo 5"
del C. c. La actual expresión de vías pecuarias ¿engloba a las que el C c. designa a
el nombre de cañada, cordel, vereda o cualquier otro? Así parece, en efecto. En la Exp
sición de Motivos de la norma que ahora estudiamos se habla de vías y servidumbres p
cuarias. Por supuesto que esta distinción exigiría un análisis más detenido del que aq
le dedicamos.
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«parte del concepto de bienes de dominio público que a las vías pe-
cuarias dieron el Fuero Real y las Leyes de Partida y ha sabido con-
servar el Código civil...»

Esta afirmación es, desde un punto de vista de la crítica histórica, muy
liscutible, cuando no claramente inexacta. De todas formas lo que inte-
esa señalar es el deseo de sentar una calificación y de tratar de demostrar
[ue dicha calificación se basa en la evolución de nuestro derecho histórico.
Consecuentemente con esta tendencia, ya en el artículo 1.° del Real De»
ireto se declara:

«Las vías pscuarias son bienes de dominio público y están des-
tinadas al íránsito de los ganados. En tal concepto no serán suscep-
tibles de prescripción y no podrá alegarse para su apropiación el ma-
yor o menor tiempo que hayan sido ocupadas, ni en ningún caso po-
drán legitimarse las usurpaciones de que sean objeto...»

Sigue siendo tajante, pues, la calificación de las vías pecuarias como
)ienes de dominio público, con la particularidad de que esta sisiematiza-
:ión se establece ya en el artículo 1.° de la norma reguladora.

5. La segunda República modifica sustancialmente el aspecto de la
irganización de los intereses pecuarios: va a desaparecer la Asociación
General de Ganaderos, incorporándose sus funciones y atribuciones a la
jropia Administración pública, en concreto a la Dirección Gensral de Ga-
íadería e Industrias Pecuarias. Se trata de un significativo proceso de
istatalización en cuyo alcance y significado no podemos entretenernos
ihora. El Decreto de 7 de diciembre de 1931, desarrollando lo que había
•ido regulado por el Decreto de 30 de mayo de 1931, Decreto éste que
labia sido ratificado por Ley de 2 de diciembre de 1931, va a señalar las
>ases de organización de las Secciones de la Dirección General de Gana-
iería e Industrias Pecuarias. Pues bien, al ocuparse de las vías pecuarias
—al establecer la organización de la Sección de Fomento Pecuario, Inves-
igación y Contratación, a cuyo cuarto negociado, de «Estadística y Co-
nercio Pecuario» se encomienda cuanto ss relaciona con las vías pecua-
•ias—, la respectiva base 2.a dispone:

«Las vías pecuarias son bienes de dominio público y están desti-
nadas al tránsito de los ganados. En tal concepto no serán susceptibles
de prescripción, y no podrá alegarse para su aprobación el mayor o
menor tiempo que hayan sido ocupadas, ni en ningún caso podrán
legitimarse las usurpaciones de que sean objeto».

109



LORENZO MARTÍN-RETORTILLO BAQÜER

Como se ve, en punto a este problema la regulación de la segunda Re
pública reproduce literalmente, lo que había dispuesto la regulación d<
la Dictadura.

6. Para concluir esta evolución, sólo nos queda referirnos a la re
gulación actualmente vigente, constituida por el Decreto de 23 de diciem
bre de 1944. En el punto que ahora estudiamos esta regulación no hac«
sino seguir la formulación que se venía dando anteriormente al problema
El Preámbulo de este Decreio comienza aludiendo a «las normas legales
que regulan en la actualidad las vías pecuarias de dominio público». Ya
desde el comienzo se alude a este carácter de dominio público. Correlati-
vamente, en el texto articulado se dispone en el artículo 1.°:

«Las vías pecuarias son bienes de dominio público y están des-
tinadas al tránsito ds los ganados; no serán susceptibles de prescrip-
ción ni podrán alegarse para ser apropiadas al mayor o menor tiempo
que hayan sido ocupadas, ni en ningún caso podrán legitimarse las
usurpaciones de que haya sido objeto».

Como puede apreciarse, esta fórmula repite, casi de forma literal, el
texto de las regulaciones anteriores.

7. Resulta evidente, por tanto, que nuestro más reciente Derecho con-
sidera a las vías pecuarias como bienes de dominio público. Es una formu-
lación a la que se llega con posterioridad a la aparición del Código civil:
esta calificación específica no se alcanzaba en las regulaciones inmediata-
mente anteriores al Código. Pero ya sabemos que este Cuerpo legal codi-
fica la noción de dominio público (30). A esta calificación se ha llegado a
través de la regulación administraliva del tema, regulación administrativa
directamente potenciada por el artículo 570 del Código civil. No cabe nin-
guna duda, por tanto, de que nuestro derecho actual considera a las vías
pecuarias como bienes de dominio público.

IV

1. Sin embargo, aunque hayamos alcanzado esta calificación formal,
no está totalmente resuelto el problema que a nosotros nos interesa : el
calificar a las vías pecuarias como bienes de dominio público, ¿significa
que se está pensando fundamentalmente en qua estos bienes están someti-

(30) Recuérdese también aquí lo señalado en nota 1.
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>s a un régimen jurídico especial en cuanto a su protección y en cuanto
su uso, nada más?, ¿se resuelve con esto, de alguna manera, el proble-
a de su propiedad? ¿Se entiende que son bienes que no pertenecen a
idie en concreto?; o bien, ¿pertenecen a los ganaderos? ¿Pertenecen a
s propietarios limítrofes que están sólo gravados con una servidumbre de
iso o de pastos? ¿O serán bienes que pueden considerarse sin más de la
ropiedad del Estado? Es decir, el afirmar que las vías pecuarias son
enes de dominio público, no nos resuelve de una vez para siempre el
roblema de su propiedad. Al contrario, todos los interrogantes que aca-
imos de recoger son perfectamente legítimos y válidos. Diciendo que se
ata de bienes de dominio público, no está resuelto con carácter general

estas vías no van a considerarse propiedad de nadie, o si, por el con-
ario5 va a estimarse que tienen algún propietario; no está resuelto que,
i el caso de que haya de haber un propietario, éste vaya a ser el Estado,
o está resuelto, al menos con carácter general, pues ya hemos visto an-
s (31) que la noción de dominio público se llena con diverso contenido,
tenor de muy variadas circunstancias. De forma que, para tratar de

inar algo más en nuestras conclusiones, se precisa examinar con más
;talle cada una de las regulaciones concretas que afirman qU3 las vías
scuarias son de dominio público.

2. Comencemos por las disposiciones que en 1877 reorganizan la
sociación General da Ganaderos. Se trata de dos Reales Decretos de 3 de
arzo de 1877, conteniendo el uno la reorganización de la Asociación y
probando el otro el Reglamento para el régimen de la misma. Se con-
ene allí la más importante regulación de las vías pecuarias inmediata-
iente anterior al Código civil. Ya sabemos que en tal ocasión no se dice
je las vías pecuarias sean bienes de dominio público. El problema está
>nt2mplado allí desde la perspectiva de las servidumbres, perspectiva que
abría de seguir la regulación del Código civil.

Pues bien, podemos afirmar que del análisis de esta regulación no se
;duce la existencia de una atribución de propiedad unívoca y tajante.
ntes al contrario, puede afirmarse la existencia de un haz de titularidades
le van a atribuirse a muv diversas entidades. No hav una atribución única

(31) Conviene nuevamente tener presente lo señalado en la nota 1. En efecto, en una
las partes del ljbro que allí se menciona se estudia con detalle el problema de la re--

pción de la noción de dominio público, llegándose a la conclusión de que no se trata
un concepto uniforme cuyas características se pueden afirmar de una vez para siempre,

10 que, por el contrario, con la misma denominación se llegan a expresar cosas muy dis-
itas. Conviene destacar, por ejemplo, que cuando inicialmcnte se liab!a de dominio pú-
ico, no puede entenderse en absoluto que se trate de propiedad del Estado.
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de propiedad. No se observa una centralización de las facultades de dis
frute. Las ventajas producidas por las vías pecnarias se comparten por di
versos entes y sn muy diversa medida.

Veamos algunas muestras de cómo se manifiesta esta variada atribu
•ción de facultades y ventajas:

a) Las servidumbres pecuarias se consideran necesarias para la con
servación —es decir, están abiertas al uso— de la cabana española (ar
tículo 8." del Real Decreto de reorganización), cabana que a su vez est,
in'.egrada por todos los ganaderos españoles. Se trata, por tanto, de vía
abiertas al uso de todos los ganaderos españoles.

b) Al ocuparse el artículo 13 del Real Decreto de reorganización, <)
atribuir el arbolado que se cría en las vías pecuarias y en los abrevade
ros, en los términos que veremos en seguida, establece en el párrafo 2.'
apartado e), que

«los pastores tienen derecho en sus marchas a tomar la leña re
dada para encender lumbre y cortar palos para fijar redes».

c) Especial significado tiene la configuración que se da a la Asociació
General de Ganadería. Esta Asociación ofrece un carácter verdaderament
singular desde una perspectiva organizaloria, ya que:

«La Asociación General de Ganaderos tiene carácter administrativ
por versar su acción sobre asuntos de interés público. En sus ges
tiones obra siempre como delegada del Gobierno y más especialment
al dirigirse a las Autoridades y a los Jefes de Adminisiración recia
mando su auxilio en favor de los derechos e intereses de la clase, y e
representante de ésta en las contiendas que acerca de unos y otre
se promueven con los particulares» (art. 5.° del Real Decreto de re
organización).

Conviene destacar este carácter público que se predica de la Asocií
ción (32), que engloba a los ganaderos españoles y que es la encargada d
hacer prevalecer sus intereses.

A la Asociación se le encomienda, muy especialmente, valar por 1
conservación y mantenimiento de las vías pecuarias. Así, el artículo 9.° di;
pone :

(32) En relación con este aspecto público, señala JORDANA DE POZAS, Entidades repr
senta'ivas, 219 y ss., que «de tal modo fue reconocido el carácter público de esta Corpor
ción, que sus circulares y resoluciones fueron a veces insertas en la Colección Legislativa
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«Las vías y servidumbres pecuarias estarán bajo la vigilancia y
cuidado de los delegados de la Asociación General de Ganaderos y de
la Guardia Civil, la cual prestará esperial protección a los pastores en
sus marchas con los ganados».

Esta referencia a la Guardia Civil es importante y debería constituir
otro apartado en la lista de autoridades o entidades que tisnen algo que ver
con las vías pecuarias. Y conviene destacar esta participación, porque signi-
fica que aunque la Asociación actúa como delegada del Gobierno, bene-
ficiaría, por tanto, de una especie de descentralización, el empleo de la
fuerza y de la coacción se mantiene, en cambio, centralizado: la interven-
ción de la Guardia Civil constituye una etapa en el proceso de centra-
lización y concen'.ración de poderes en el seno del Estado, lo mismo que
ficiaria, por lanto, de una especie de descentralización, el empleo de la
Mesta había sido antes testimonio de la presencia de importantes fuerzas
de carácter autónomo, organizadas adecuadamente para la defensa de sus
intereses (33).

Pero ahora no interesa tanto esta referencia a la activación de la Guar-
dia Civil cuanto la referencia a la actuación de la propia Asociación (34).

(33) JORDANA DE POZAS, Ensayo sobre ¿as entidades públicas representativas, c¡t., 216-
217. nos ofrece un acertado juicio acerca de la Mesta desde la perspectiva que ahora nos
interesa. Hablando de las dificultades iniciales de los pastores por la host: idad de los
poderes locales, concreta: «Cuando hubo un poder al cual acudir para contrarrestar los
de los señores feudales, a él acudieron los pastores en demanda de privilegios. Por otra
parte, en aquellos liempos la autoridad regia necesitaba fortalecerse mediante el apoyo en
las fuerzas, que eran utilizables contra sus poderosos vasallos, y la ganadería era una de
estas fuerzas, desligada, por su naturaleza semoviente y trashumante, de la general territo-
ria.idad de los bienes de toda clase durante el feudalismo. Los reyes, pues, concedieron
gustosos los privilegios que las Corporaciones ganaderas les demandaban, y son estos pri-
vilegios los primeros datos históricos que poseemos ... del Concejo de la Mesta ... Los in-
tereses de los ganaderos tuvieron desde entonces la decidida protección real, mediante una
interesante ficción, por la cual se suponía que todos los ganados pertenecían al Rey y for-
maban su cabana, la ganadería logró el apoyo que necesitaba y que no había de faltarle
hasta el siglo xix».

(34) El artículo 3.° del R. D. de reorganización dispone que es objeto de la Corpo-
ración, entre otro?, el «cuidar de que sean fielmente observadas las Leyes y disposiciones
gubernativas concernientes al ramo. Entre estas disposiciones merecen especial atención las
relativas: 1.° A la conservación de los caminos pastoriles y demás servidumbres pecuarias...».

El artículo 14 del mismo Cuerpo legal dispone: «En los proyectos de ferrocarriles y ca-
rreteras que se hubiesen de cortar por algún punto una servidumbre pecuaria, se salvarán
los intereses y derechos de la ganadería, bien construyendo puentes o pasos de nivel si el
corte es horizontal, bien construyendo en una orilla e indemnizando en la otra, si es longi-
tudinal la ocupación. La Asociación hará las reclamaciones oportunas si no se observase en
ios trazados las reglas estab ecidas sobre la materia».

También en e! Reglamento encontramos algunos preceptos que interesa recoger ahora.
De acuerdo con el artículo 47: «En cada provincia habrá un visitador principal de gana-
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Conviene insistir ahora, más adelante sabremos por qué, en la importancia
que se da al hecho de la defensa de las vías pecuarias (35). Precisamente
uno de los objetivos que se propone el Real Decreto reorganizador es el de

«determinar el modo de verificar los deslindes de las vías y servi-
dumbres pecuarias, a fin de evitar perjuicios a los ganaderos y ga-
rantir los intereses de los propietarios terratenientes...»

como se especifica en la Exposición de Motivos. De ahí que en el articula-
do de los dos Reales Decretos se insista en la importancia de las ac'.uacio-
nes da defensa de las vías pecuarias.

d) Una aciuación importante en relación con las vías pecuarias es la
referente al deslinde y restablecimiento de las mismas. Para hacer frente
a estas necesidades dispone el artículo 10 del Real Decreto de reorgani-
zación :

«Corresponde a la autoridad municipal el deslinde, conservación
y establecimiento de las vías y servidumbres pecuarias, y procederá en
las diligencias, bisn por iniciativa propia, bien a virtud de reclama-
ción, de denuncia de los visitadores de ganadería y cañadas, del per-
sonal del ramo de montes o de los guardas rurales».

Resulta, por tanto, que este sector de actividad jurídicamente tan ira-
portante se encomienda a una instancia distinta a las anteriormente seña-
ladas : se encomienda, en concreto, a la autoridad municipal.

En relación con este punto, conviene destacar que estas atribuciones
no se atribuyen tampoco a la Asociación General de Ganaderos, a pe-
sar de su carácter administrativo y público. También aquí observamos una

dería y cañadas [por supuesto que se irala de un agente de ¡a Asociación], elegido por las
Juntas generales y autorizado por la Presidencia, cuyos cargos y atribuciones son los si-
guientes: 1.° Vigilar y procurar el cumplimiento de las Leyes y disposiciones superiores
dictadas para el régimen, conservación y protección a la ganadería de tocias especies, y
particularmente los relativos a lo conservación y libre uso de los pa=:os comunes, de !as
cañadas, cordeles, veredas, coladas, pasos y vías pastoriles, conocidos con otros nombres
en cada país; de los descansaderos, majadas, abrevaderos y demás servidumbres pecuarias
legítimamente constituidas sobre terrenos públicos o particulares para el uso común».

Según el artículo 50, también del Reglamento, «los deberes y atribuciones de los visi-
tadores de partido son: ... 4.° Formar una relación descrip'.iva de las vías pecuarias exis-
tentes en el distrito, para lo cual pedirá a los visitadores locales los datos precisos».

Etcétera, etc.
(35) JORDANA DE POZAS, op. cit., 222, recordaba que «las funciones públicas de ma-

yor importancia atribuidas a la Asociación General de Ganaderos son las relalivas a las vías
pecuarias». Señalaba también que las vías pecuarias «constituyen el motivo principal en
consideración al que !a Asociación obtuvo su carácter público» (loe. cit.).
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diferencia notoria en relación con las posibilidades atribuidas años antes
a la Mesta, lo que nos permite observar, nuevamente, el proceso de concen-
tración de poderes a que aludíamos en un apartado anterior: bien es
cierto, que esta facultad se atribuye a la autoridad municipal, pero no se ol-
vide que el poder municipal es uno de los podares permitidos y asimilados
por el Estado moderno (36). A la Asociación General de Ganaderos se le
reserva ahora una actividad no ejecutiva, sino de denuncia, lo mismo que
i otras organizaciones, como se deduce de la parte final del precepto que
comentamos. Así se especifica también en el Reglamento de la Asociación :

«Cuando se cometieren intrusiones en las servidumbres pecuarias,
los visitadores de ganadería, los empleados del ramo de montes o los
guardas rurales recurrirán oficialmente a la autoridad local, recla-
mando su auxilio para que sa .sirva destinarlas y dejarlas expeditas»
(art. 67).

Quien actúa, quien debe actuar, por consiguiente, es la autoridad mu-
nicipal.

Años más tarde, lo liemos de ver luego, se criticará esta atribución de
competencia a la autoridad municipal diciendo que es poco efectiva y que
no sirve para garantizar la existencia de las vías pecuarias frente a las
intromisiones de los agricultores vecinos a las mismas. Pero en la regula-
ción que ahora contemplamos esta atribución es muy de tenerse en cuenta.
En el Reglamento de la Asociación se concede gran importancia al tema,
siendo uno de los puntos importantes perseguidos por la regulación el de
dar sistemática y consistencia a la posibilidad da deslindar las servidum-
bres, aspecto que se regula con todo detalle —que va a constituir la regu-
lación, punto de partida para las normas posteriores— en el capítulo XII
del cilado Reglamento.

En relación con el problema que analizamos, cabe formular todavía el
siguiente interrogante: ciertamente la autoridad municipal interviene en
el deslinde, conservación y restablecimiento de las vías y servidumbres

(36) Indica el Preámbulo del R. D. cuyo artículo 10 estamos comentando ahora, que
a reorganización que se ¡leva a cabo es la culminación de un proyecto realizado en 1870.
Pues bien, en aquella fecha estaba vigente la Constitución de 1869, cuyo título III, que se
Jcupa «De los poderes públicos», se refiere, después de tratar de las Corles, del Poder
íjecutivo y de los Tribunales, de los Ayuntamientos y de las Diputaciones. Al promulgarse
:1 R D. comentado en 1877, la Constitución de 1869 había sido sustituida por la canovista
le 1876. Esta Constitución ya no mantiene la sislemática del título III de la Constitución
interior. Pero a pesar du esto no hay inconveniente en admitir que poderes tan unifórma-
los y mediatizados como han venido siendo nuestros Municipios, no significan nada en
:ontra del proceso de robustecimiento de la autoridad del Estado.
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pecuarias, pero ¿a título de qué?, ¿a título de propietaria?, ¿lo hace como
encargada de tutelar los intereses que ofrecen un cierto carácter general
independientemente de todo título de propiedad? Se trata de un interro-
gante de interés, sobre todo en relación con el tema que ahora nos interesa.
Una vez desaparecida la sólida organización de la Mesta, con su innegable
carácter supramunicipal, ¿habrá que considerar las vías pecuarias como
un supuesto de aquellos bienes que pertenecen apartadamente al común de
un determinado lugar? El problema es importante y tal posibilidad puede
parecer sugestiva a primera vista. En todo caso, antes de internar pronun-
ciarnos sobre la materia conviene tener en cuenta nuevos repartos de atri-
buciones contenidos en las disposiciones que estudiamos.

e) Interesante es también lo que describe el artículo 13 del Real De-
creto de organización en relación con el arbolado :

«El arbolado que se cría en las vías pecuarias y en los abrevaderos
pertenece al Estado y queda bajo la Inspección del Cuerpo de In-
gsnieros de Montes».

Aquí podemos preguntarnos igualmente, ¿a título de qué corresponde
al Estado este arbolado? También ahora dejamos sin resolver la interro-
gación. En todo caso, debe tenerse en cuenta que se trata de la atribución
específica y bien directa a favor del Estado de una facultad bien impor-
tante, directamente relacionada, además, con las vías pecuarias.

f) En las regulaciones que venimos examinando hay un precepto que
parece de importancia secundaria y que, sin embargo, exige que lo estu-
diemos con detenimiento, dada la significación que puede tensr desde la
perspectiva que ahora nos interesa. Digo que es un precepto de impor-
tancia secundaria porque no está contenido en esos artículos iniciales que
suelen ser programáticos y definidores, sino que se incluye al perfilarse en
el Reglamento la figura del visitador municipal de ganadería, que es uno
de los agentes al servicio de la Asociación General de Ganaderos. Pues
bien, el precspto que nos interesa, el artículo 61, dice así:

«Los visitadores municipales de ganadería cuidarán principal-
mente :

1.° De que en los inventarios de propiedades del Estado se men-
cionen debidamente las servidumbres pecuarias para evitar que se
enajenen.

2.° De que se instruyan los expedientes de excepción, a tenor de
lo dispuesto en la Ley de desamortización...»
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El precepto transcrito, a simple vista, parece que resuelve el problema
que nos ocupa : si se ordena inscribir las servidumbres pecuarias en el
inventario de propiedades del Estado, ¿no es porque se entiende que cons-
tituyen una propiedad dsl mismo?

Evidentemente, y ante todo, hay que señalar el desajuste existente
entre ambas calificaciones. O se habla de propietario, o bien se habla de
titular de una servidumbre, ¿o es que se trata de un inventario en el que
se inscriben no sólo las propiedades, sino también cualquier otro derecho
que se atribuya al Estado? (37).

Antes de sacar las consecuencias de estas observaciones conviene que
examinemos primero el número 2 del artículo 61 del Reglamento de la
Asociación General de Ganaderos : se encomienda a los visitadores muni-
cipales que instruyan los expedientes da excepción, a tenor de lo dispuesto
en la Ley de desamortización. Esta Ley es la ds 1 de marzo de 1855. Pues
bien, esta Ley, al enumerar en su artículo 2.° los bienes que se excluyen
de la venta forzosa, no menciona las vías pecuarias como un supuesto de
bienes pertenecientes al Estado (38). No menciona las vías pecuarias para
nada. Entre los bienes excepcionados pueden interesar aquí los mencio-

(37) NIETO, Bienes comunales, 349 ss., ha señalado recientemente las posibilidades
históricas de reconducción de los conceptos de propiedad y servidumbre al concepto más
amplio de bienes, reconducción que tiene importantes consecuencias desde el punto de vista
de nuestro Derecho positivo.

En relación con estos inventarios, muy poco antes de la promulgación de los Rca'cs De-
cretos que ahora estamos estudiando —que son, como se sabe, de 3 de marzo de 1877—, se
había dictado una Ley al electo: es la de 21 de diciembre de 1876, es decir, algo así como
tres meses anterior. Esta Ley prevé que se forme un inventario general de los edificios pú-
blicos del Estado para que se enajenen los que no deban conservarse. ¿Es a este inventario
al que se refiere el precepto que estamos comentando ahora? Observemos cuál es el alcance
del artículo 1.° de la Ley de 21 de diciembre de 1876, citado:

«El Gobierno dispondrá que sirviendo de base los inventarios que existan, ge
forme, desde luego, uno general de los edificios públicos que en Madrid y en las
provincias pertenecen al Estado y están poseídos por el mismo».

Es importante analizar este precepto para tener en cuenta que el inventario que se
contempla en esta Ley no puede ser el aludido en el Reglamento de la Asociación General
de Ganaderos: la Ley de 1876 se refiere a un inventario de edijicios públicos. No tiene
sentido, por tanto, pretender inscribir allí las servidumbres pecuarias.

Pero el precepto transcrito dice que el inventario de edificios públicos se formará to-
mando «de base los inventarios que existan». ¿Significa esto que se reconoce la existencia
de unos inventarios que estarían ya ordenados y que contendrían los bienes y derechos
del Estado? Es posible, aunque no puedo dar respuesta con precisión a este interrogante.

(38) Es curioso constatar que en las Leyes desamortizadoras no se mencionan como
de propiedad del Estado, para intentar evitar su venia, los bienes que hoy se califican de
dominio público, y en relación con los cuales parece darse por supuesta ahora la propiedad
del Estado. Sobre este aspecto me ocupo con más detalle en el libro mencionado en la
nota 1.
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nados en primer lugar: los edificios o fincas destinados, o que el Gobierno
destinare, al servicio público, y los mencionados en sexto lugar: los mon-
tes y bosques cuya venta no parezca oportuna el gobierno. Pues bien,
parece que las vías pecuarias como categoría absoluta, no pueden incluirse
en ninguno de los dos conceptos. Evidentemente, entre los montes y bos-
ques quedarían incluidas algunas vías pecuarias, considerando, sobre todo,
que en aquel entonces se configuran como servidumbres. Pero esto serían
excepciones. Esto no afectaría más que a una parte reducida de las servi-
dumbres pecuarias. Lo importante ahora es constatar que las vías pecua-
rias como tales, es decir, como entidad independiente y genérica, no apa-
recsn comprendidas entre los bienes del Estado que se liberan de la venta
forzosa.

Hay un apartado del artículo 2.° de la Ley de desamortización en el
que quizá podrían considerarse incluidas las vías pecuarias : se trata del
apartado 9, por el que se dejan fuera de la vsnta forzosa

«los terrenos que son hoy de aprovechamiento común, previa decla-
ración de serlo, hecha por el Gobierno, oyendo al Ayuntamiento y
Diputación provincial respectivos».

También aquí, como en el caso de los montes y bosques quedarían in-
cluidos servidumbres pecuarias. Pero, por una parte, hay que hacer la
salvedad que antes recogíamos: esto no afectaría más que a una parte de
las vías pecuarias y, por tanto, no puede predicarse esta configuración ge-
néricamente de la totalidad de las mismas. Pero es que además en este
caso (39) hay que hacer la advertencia complementaria de que no se trata
de bienes propiedad del Estado. Esto es muy importante. Así debemos

(39) A efectos de esta interpretación es interesante recoger la opinión del Ministro
de Hacienda señor MADOZ, en el momento en que se discutía en las Cortes precisamente
este apartado 9.° del artículo 2.° de la Ley. Respondiendo a una interpelación del señor
MOYANO, afirmaba: «Y estos bienes (los bienes comunes), que a la manera en que enton-
ces estaba constituida la sociedad, se concedían a los pueblos para el disfrute en comuni-
dad, llevaban consigo el aprovechamiento de las aguas, de las fuentes, de las veredas, de los
abrevaderos y demás usos y servidumbres, consistían en terrenos, yerbas y otros usos y
derechos todos de común aprovechamiento, lodos disfrutando en común» (el subrayado es
mío); véase esta opinión recogida en Manual de desamortización civil y eclesiástica, por
los Directores de la «Revista General de Legislación y Jurisprudencia», 2.° ed., por José
REUS, Madrid, 1862, 88. Ahora bien, esta afirmación, que quizá podía ser exacta en otros
tiempos, puede que no lo fuera seguramente en tiempos de la Mesta o, por lo menos, en
relación con las vías pecuarias utilizadas por el honrado Concejo. Seguramente estas vías
pecuarias disfrutaban de régimen jurídico diverso de aquellas que conducían a bienes
comunes y que estaban destinadas al uso de los ganados de los vecinos del lugar. En todo
caso, recuérdese que NIETO, Bienes comunales, 22 ss., entiende que se deben distinguir
los bienes comunes de los bienes comunales.
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señalar que las diversas disposiciones que hemos consultado referentes a los
expedientes de excepción, se refieren todas ellas a bienes municipales. Tal
es el caso de la Real Orden de 14 de enero de 1864, del Real Decreto de
10 de julio de 1865 y de la Circular de 20 de enero de 1873. Precisamente
en el artículo 4.° del citado Real Decreto de 1865 se dispone:

"Serán condiciones indispensables para conceder la excepción por
íer los terrenos de aprovechamientos común :

1.° Que el Ayuntamiento reclamante acredita la propiedad que
tenga el pueblo en el terreno solicitado...»

De donde resulla evidente que el apartado. 2.° del artículo 61 del Re-
glamento da la Asociación General de Ganaderos parece referirse a lo más
a bienes propiedad de los municipios, entendida esta propiedad tal como
lo exige el concepto de bienes comunales (40).

Por tanto, aunque el apartado 1." nos dé un indicio que pudiera hacer
pensar en que las vías pecuarias sean de propiedad del Estado, el apar-
tado 2.° nos lo da para pensar que sean propiedad municipal. Conviene
resaltar que se trata en todo caso de eso, de indicios. iNo se trata, desde
luego, de afirmaciones y pruebas concluyentes. Las normas contenidas en
este precepto, ¿reflejan una realidad existente, o tratan quizá de configu-
rar la realidad a su manera? ¿]No constituirán quizá alguno de esos supues-
tos, tan frecuentes por otro lado, de normas que pretenden alcanzar una
situación, pero sin demasiada base real para ello? Los supuestos del apar-
tado 1.° y los del apartado 2.", al ser contradictorios, ¿no perderán así el
valor que aparentemente parecían tener? Quizá puede pensarse otra cosa :
que ambos apartados no son contradictorios entre sí, sino, al contrario,
complementarios. Es decir, que quizá denoten que algunas vías pecuarias
se configuraban como de propiedad del Estado, mientras otras lo eran
oomo ds propiedad del Municipio: ¿se puede admitir esta posibili-
dad? (41).

(•40) Sobro el tema nos remitimos globalmenle al libro de NIETO Bienes comunales.
En relación con esle aspecto concreto, vid. págs. 221 y ss.

(•11) Seguramente un adecuado planteamiento del problema exigiría la distinción, con
toda radicalizad, de diversos supuestos dentro de lo que se viene denominando, genérica
y un tanto indiferenciadamente, vías pecúrias. Al final hemos de volver sobre esta idea,
cuyo desarrollo no podemos emprender ahora. En todo caso, conviene precisar ahora que
la regulación administrativa de la materia ha sido, en d punto que ahora nos interesa,
expresivamente simplificadora. Esto lo hemos de ver con más detalle seguidamente en el
texto al analizar los diversos reglamentos que se han ocupado de las vías pecuarias, con
la particularidad que, como hemos de ver también, esta simplificación la ha de utilizar la
Administración en provecho propio.
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Se trata, como puede apreciarse, de muchos interrogantes, que tam-
bién en este caso pueden considerarse legítimos y en relación con los cua-
les no cuento con elementos suficientes para alcanzar las respuestas satis-
factorias. El artículo 61 del Reglamento de la Asociación General de Ga-
naderos puede ser un indicio de valor para tratar de defender una titula-
ridad. En todo caso me parece qua es muy importante también parar
mientes en el reparto de facultades y atribuciones que nos ha sido dado
observar al estudiar la regulación de las vías pecuarias en los Reales De-
cretos de 1877. ¿Que se puede detectar algún indicio, en una regulación
emanada de la Administración pública de un intento de fundamentar o de
afirmar que las vías pecuarias son propiedad de algunos entes públicos?
Quizá. IVo lo negamos, aunque tampoco sea del todo evidente. Pero lo que
sí es cierto es que, de hecho, esa misma regulación administrativa admiie
y reconoce, sin ningún género de dudas, una serie de facultades y titulari-
dades de las que van a disfrutar sujetos diferentes y que parecen, desde
luego, estar reñidas con la existencia de una auténtica relación de pro-
piedad a favor de otro ente. Me parece que en esta última afirmación
radica la consecuencia más importante que se puede extraer de todas nues-
tras anteriores observaciones. En todo caso, conviene tener presente una
cosa muy importante en relación con la evolución del concepto de dominio
público: conocemos ya el punto de llegada, es decir, sabemos qua el re-
sultado de una evolución ha consistido en llegar al planteamiento pre-
sente de acuerdo con el cual se dice que los bienes de dominio público
son propiedad del Estado o de otros entes públicos. Pues bien, dado este
punto de llegada, es evidente que esta evolución ha de seguir con derro-
tero propio, en principio, para cada uno de los bienes que se incluyen en
tal calificación. Esta evolución ha tenido que comenzar apoyándose en
algunos puntos más o menos firmes. De ahí que convenga, por eso, tener
presente que a lo mejor alguno de estos indicios normativos ha podido ser
un reflejo de una evolución realizada o consagrada al margen de las nor-
mas. De la misma manera, cualquiera de estos indicios ha podido servir de
punto de apoyo en que afirmarse tal evolución. Porque, además, debe
tenerse en cuenta que aquí nuestra investigación está limitada al alcance
de unas normas, y la evolución señalada ha podido consumarse de otra
manera y en otro lugar recogiendo las normas sólo con posterioridad, o
parcialmente, tal evolución. En todo caso, insisto, parees puede concluirse
que de la regulación inmediatamente anterior al Código civil no puede
deducirse que las vías pecuarias se consideren como bienes de propiedad
del Estado. En todo caso, aunque se pretendiere afirmar que determinadas
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ías pecuarias eran propiedad del Estado —cosa que ya hemos visto no=
stá clara, ni mucho menos—, es evidente que no se puede decir que el
;énero vías pecuarias, en su conjunto, fuera ds propiedad del Estado.

3. Los Reales Decretos de 1877 constituyen la última regulación irn-
>ortante de la Asociación General de Ganaderos, y, por tanto, de las vías
>ecuarias, inmediatamente anterior al Código civil. La inmediatamente
>osterior la constituyen dos Reales Decretos también, aprobando uno la
eorganización de la Asociación y conteniendo el otro el Reglamento de la
nisma, habiendo sido promulgados con fecha 13 de agosto de 1892. Para
:ntonces el Código civil ha codificado ya la noción de dominio público,.
:omo hemos tenido ocasión de señalar. Ya sabemos que en la regulación
le 1892 las vías pecuarias aparecen calificadas específicamente de bienes
le dominio público. Recordábamos antes el artículo 13 del Real Decreto de
reorganización, cuyo inicio vale la pena volver a transcribir :

«Las vías pecuarias, los abrevaderos y los descansaderos de la ga-
nadería son bienes de dominio público, y son imprescriptibles, sin
que en ningún caso puedan legitimarse las roturaciones hechas en
ellos».

Este ser del dominio público, ¿se afirma fundamentalmente para pro-
clamar la imprescriptibilidad de los bienes? Es decir, la pregunta clave
que ahora nos interesa es la de si la referencia que hace este precepto al
dominio público está dirigida a proclamar un determinado régimen jurí-
íico para estos bienes —imprescriptibilidad, no legitimación de las rotu-
raciones hechas, etc.—, o si se trata, ya separadamente o ya conjuntamente
con la anterior finalidad, de proclamar la atribución al Estado, bien de la
plena titularidad de estos bienes, o bien de alguna facullad importante en
relación con los mismos. Pues bien, el estudio de la regulación señalada
uos lleva a la conclusión de que la posición del Estado resulta importan-
temente acrecida en relación con la posición que ocupaba en la anterior
regulación de 1877. Esto se observa sin ninguna duda en cuanto a las titu-
laridades detentadas por el propio Estado.

A) Veamos los puntos de inflexión más importantes :

a) En el sistema anterior. Ja facultad de deslinde y reivindicación se
encontraba encomendada a la autoridad municipal. Ahora la Administra-
ción del Estado va a recabar para sí buena parte de estas competencias,,
despojando de ellas, por tanio, a la administración municipal. En la Ex-
posición de Motivos del Real Decreto de reorganización se admite que los
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terratenientes colindantes siguen roturando terrenos de las vías pecuarias,
indicándose que una de las causas que justifica tal estado de cosas es la
atribución a la autoridad municipal de la competencia para deslindar. Este
es uno de los puntos importantes que pretende corregir la nueva regula-
ción. Para eso, explica el Preámbulo,

«se establece la distinción debida entre las vías pecuarias de carácter
general y las de carácter local, encomendando sólo el deslinde de
éstas a los Alcaldes y confiriendo el de conservar las generales a fun-
cionarios nombrados por los Gobernadores, disposición que está con-
forme con la práctica generalmente seguida, reduciéndose, por tanto,
la reforma a sancionar el hecho y convertir la excepción en regla».

Es claro el alcance de la reforma y el sentido que tiene desde la pers-
pectiva que estudiamos. Ahora prescindimos de las razones que pudieron
servir de apoyo para tomar la decisión examinada. En este momento nos
interesa constatar el resultado objetivo de la absorción por parte de la Ad-
ministración del Estado de competencias que estaban atribuidas con ante-
rioridad a la autoridad municipal (42).

Conviene también destacar el último inciso de la parte del preámbulo
transcrita: se reconoce que la nueva regulación no es innovativa, ya que
no hace más que reconocer un estado de hecho. Se admita, por tanto, una
evolución al margen de la realidad normativa qug ésta viene a legitimar
a posteriori, pero dando por sentado la normalidad del procedimiento se-
guido en la práctica.

fe) También por lo que respecta a la vigilancia de las vías pecuarias
se ha intensificado, por lo menos normativamente, la postura de la Admi-
nistración. En 1877 se decía que las vías pecuarias estaban bajo el cuidado
y vigilancia de los delegados de la Asociación de Ganaderos y de la Guar-
dia Civil. Recuérdese el artículo que antes comentamos. La fórmula de la
regulación de 1892 traduce también la mayor intensidad de la posición de
la Administración :

(42) Se establece así una distinción impórtame dentro de las vías pecuarias. Existen
también otras distinciones como la que diferencia entre cañadas, veredas, etc., u o'.ros. Sin
cmbaigo, la\ y como indicamos ames, en nota 41, parece que sería importante el llegar a
matizaciones a otros efectos, en concreto, a efectos de variar el régimen jurídico; es
cierto que se reconocen distintos tipos de vías pecuarias, pero, en cambio, luego, a la hora
de establecer su régimen jurídico, se va a decir indiscriminadamente que son de dominio
público. Esta caracterización genérica se nos antoja un tanto simplista o, al menos, sim-
plificadora.
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«Las vías pecuarias y los abrevaderos y descansaderos estarán bajo
la vigilancia de la Administración y la inmediata de los delegados de
la Asociación General de Ganaderos, de los guardas municipales y de
la Guardia Civil. Esta prestará especial protección a los pastores en
sus marchas con los ganados» (art. 14).

Obsérvese que en esta formulación la Administración aparece ya, por
tanto, en primer lugar, como responsable de estas competencias. La Aso-
ñación de Ganaderos aparece enumerada junto .a los guardas municipales
y a la Guardia Civil.

Pero es que, además, conviene notar en este momento la especial con-
iiguración que las normas que examinamos proyectan sobre dicha Asocia-
ción. En el planteamiento de 1877 se dacía indiscriminadamente y sin ha-
:er más distinciones, que la Asociación tenía carácter administrativo. Pos-
eriormente se va a modificar esta fórmula para destacar la dependencia
f subordinación de la Asociación con respecto a la Administración. Ya en
;1 inicio mismo de la Exposición de Motivos del Real Decreto de reorga-
aización se señala:

«Señora: La Asociación General de Ganaderos, descendiente del
antiguo Concejo de la Mesta, pero sin privilegios incompatibles con
las modernas instituciones, es (43), sin embargo, en Europa la única
Corporación (44) que ejerce con cierta independencia y gratuitamente,
por delegación del Gobierno, atribuciones administrativas, en uno de
los más importantes ramos de riqueza pública».

Estas afirmaciones suscitan numerosos comentarios, pero vamos a ce-
íirnos al punto principal desde la perspectiva del problema que ahora
interesa; se trata de dejar sentado que la Corporación actúa por delegación
leí Gobierno. Esta línea de conducta va a informar, como veremos, la
jvolución legislativa inmediatamente siguiente. De momento, el artículo 15
3el Real Decreto de reorganización configura ya a «la Asociación General
ie Ganaderos, como representante de la Administración» (45). Es otra fór-

(43) Dado que muy frecuentemente a la Mesta no se la veía con buenos ojos, los
Preámbulos de las distintas normas tratan de sentar las diferencias que con aquélla pre-
senta la Asociación General de Ganaderos. JORDANA DE POZAS, Ensayo sobre las entidades
•epresenlativas, cit., 218, viene a reconocer que prácticamente la Asociación fue la heredera
lirecta del honrado Concejo.

(44) JORDANA DE POZAS, en su estudio tantas veces citado sobre las Entidades repre-
sentativas, califica a la Asociación de «corporación singularísima, de importancia excep-
cional, sin par en el mundo» (pág. 215) y de «institución única en el mundo» (pág. 224).

(45) En su redacción inicial decía así el artículo 15: «La Asociación General de
Ganaderos, como representante de la Administración, está obligada a reivindicar para uso
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muía para destacar la dependencia con respecto a la Administración. AIgo>
más adelante se alteraría la configuración en ciertos aspectos. Así el Real
Decreto de 24 de abril de 1903, que modificó algunos aspectos de la regu-
lación, aclaraba en su Exposición de Motivos que la Asociación tiene dos-
personalidades distintas, una como delegada del Gobierno y otra como
representante de la clase ganadera para la defensa de los derechos de la
misma (46). Ya hemos de ir viendo más adelante cómo se articula esta
línea de evolución cuyo alcance definitivo no pretendemos dejar sentada
aquí. Pero ya desde ahora se puede destacar que esta sutil diferenciación-
cumple también importantes efectos desde la perspectiva que nos inieresa-
y que es la del potenciamiento de atribuciones de la Administración del
Estado. La Asociación, aunque sea representante de los ganaderos es tam-
bién, y lo es en todo caso representante de la Administración.

c) El artículo 13, cuyo párrafo primero hemos comentado antes en
cuanto considera las vías pecuarias como bienes de dominio público, tiene
un párrafo segundo que nos interesa examinar ahora. Dice así:

«En el caso de existir plantaciones o edificaciones de larga fecha
dentro del perímetro de una vía pecuaria o descansadero, la Asocia-
ción, sin perjuicio de las facultades e iniciativas que a la Adminis-
tración corresponden para la defensa y reivindicación de los derechos
que al Estado pertenezcan, instruirá el oportuno expediente, a fin
de proveer, ds acuerdo con el ocupante de buena fe, al servicio de la
ganadería, debiendo elevarlo, una vez terminado, al Ministerio de
Fomento para la resolución que proceda».

El problema general que este párrafo plantea no viene al caso ahora.
Lo que nos importa en este momento es esta alusión a las facultades e inicia-
tivas que corresponden a la Administración «para la defensa y reivindica-

de la cabana española las vías pecuarias, los abrevaderos y descansaderos en todo o en parte
usurpados, ejercitando al efecto ante los Tribunales y Autoridades correspondientes las
acciones que competen al Estado respecto a los bienes de dominio público. De lodo litigio
que para ello promueva deberá dar cuenta inmediata al Ministerio de Fomento».

(46) De acuerdo con esta formulación expresa de la doble personalidad de la Asocia-
ción, el artículo 15 que liemos transcrito antes en la nota 45, quedaría redactado de la
siguiente manera: «La Asociación General de Ganaderos, como representante de la Ad-
ministración y de la clase ganadera, está obligada a reivindicar para uso de la cabana
española las vías pecuarias, abrevaderos o descansaderos en todo o en parte usurpados,
ejercitando al efecto ante los Tribunales y Autoridades correspondientes las acciones que
competen al Estado respecto a los bienes de dominio público y a la cabana española para
que no se la prive del derecho al libre uso de todas las servidumbres pecuarias. De todo
litigio qur para ello promueva deberá dar cuenta inmediata al Ministerio de Agricultura,
Industria, Comercio y Obras Públicas».
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•cíón de los derechos que al Estado pertenezcan». ¿Cuáles son estos dere-
chos que pueden pertenecer al Eslado en relación con las vías pecuarias?
Dejemos, de momento, sin resolver este interrogante para poder responder
luego con mayor conocimiento de causa.

d) En la regulación de 1877 se decía que pertenecía al Estado el ar-
bolado criado en las vías pecuarias. Ahora ya no se insiste con estos ma-
tices, sino que la ragulación de 1892 dice mucho más vagamente que

«queda a cargo del Cuerpo de Ingenieros de Montes la conservación
y mejora del arbolado de las vías pecuarias en los montes públicos...»
(art. 16).

En todo caso se reconoce, seguidamente, a los pastores un derecho en
relación con los leños secos y rodados, derecho que se califica ahora de
derecho de aprovechamiento:

«... Los pastoras, al transitar por ellos, tienen el derecho de apro-
vechamiento da las leñas secas y rodadas para el hogar, y de cortar
las estacas que necesiten para fijar las redes».

Pues bien, aquí podemos preguntarnos también ¿por qué no se sigue
afirmando la pertenencia a la Administración del arbolado criado en las
vías pecuarias? Al calificar de derecho de aprovechamiento el que corres-
ponde a los pastores, ¿se excluye o se presupone que haya otras titularida-
des sobre dichos bienes? También ahora vamos a prescindir de contestar
estos interrogantes, cuya respuesta buscaremos más adelante.

e) En la Exposición de Motivos del Real Decreto reorganizador va-
mos a encontrar expresada, directamente y sin ningún rodeo, una posi-
bilidad en relación con las vías pecuarias, posibilidad de la que habrá de
hacerse un gran uso ; se trata de la posibilidad de enajenarlas al objeto
de beneficiarse con su importe. Pues bien, al sentarse esta posibilidad, va-
mos a encontrarnos con una afirmación verdaderamente sorprendente desde
la perspectiva que ahora nos interesa. Se dice, en efecto, en el citado
Preámbulo:

«Día quizá llegue en que algunas vías sean necesarias (47) por la
transformación en estante 3e la ganadería trashumante; pero no por
eso debe atender el Gobierno con menos solicitud a conservarlas en

(47) En la versión de la Colección Legislativa, que es la que hemos consultado, te
dice «sean necesarias», aunque por el sentido general parece que debe querer decir
«no sean necesarias». Quizá se debe a un simple error tipográfico la supresión del adver-
bio negativo.
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la época actual, toda vez que siendo bienes de dominio del Estado,
si aquel caso Llega, su enajenación puede representar un ingreso de
considerable importancia».

Conviene resaltar el significado de la idea contenida en el párrafo
transcriío. Parece que tradieionalments importaba la conservación de las
vías pecuarias por la importancia que las mismas representaban para la
ganadería. Ahora se reconoce expresamente, con mayor o menor timidez,
la importancia de las mismas, en cuanto fuente de ingresos como bienes
cuya venta se considera normal o posible. Yo no sé si por aquel entonces
sería ésta una práctica usual. No puedo especificar si, lo mismo que los
labradores vecinos roturaban las vías pecuarias y se las apropiaban, dis-
ponía similarmente la Administración su venía para apropiarse el im-
porte de la misma. El hecho es que en el texto transcrito se reconoce tal
posibilidad sin lugar a discusión. Y en el texto transcrito encontramos
—¿por primera vez?— la afirmación de que las vías pecuarias son bienes
de dominio del Estado. ?Jo sé si será una pura coincidencia o se tratará, en
cambio, de algo perfectamente lógico y sistemático, pero me parece todo
un síntoma el que coincidan, creo que por primera vsz, en una regulación
legal sobre las vías pecuarias las tres siguientes características: primera, la
afirmación de que las vías pecuarias son bienes de dominio público, ca-
lificación ésta que no encontramos en regulaciones anteriores; segunda, la
afirmación de que las vías pecuarias son bienes del dominio o de la pro-
piedad del Estado, afirmación que tampoco parece muy explícita en regu-
laciones anteriores, y, tercera, la posibilidad de que el Estado obtenga una
saneada fuente de ingresos, legitimándose así la venta de las vías pecuarias.

j\o deja de ser un tanto paradójico que en esta regulación en la que
se afirma la propiedad del Estado, aflore ya directamente a la superficie
la intención alienadora de los bienes en cuestión. Es inevitable, por tanto,
relacionar de alguna manera estas particularidades que confluyen en la
regulación : apropiación por parte del Estado, de un lado, posibilidad de
lucrarse con la venta de los bienes por otro. Es evidente que aquí no po-
demos hacer historia de la evolución del Estado en cuanto fenómeno de
concentración de poderes. Aquí nos estamos limitando a extraer conse-
cuencias de unos cuantos datos normativos. ?STo conocemos, por tanto, el
trasfondo del cual estos datos normativos son, quizá, sólo un leve reflejo.
En todo caso, es importante que queden apuntadas estas tendencias que
observamos que son desde luego un evidente testimonio, bien que a pe-
queña escala, del fenómeno de apodcramiento de poderes que es posible
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letectar en la evolución del Estado a lo largo de la época en que se pro-
lucen los fenómenos normativos que ahora estudiamos (48).

f) La afirmación de que las vías pecuarias son bienes de la propiedad
leí Estado, no es una declaración que encontramos más o menos casual-
nente en el Preámbulo de la norma estudiada. En el articulado de la
nisma encontramos también reflejada esta idea. Así, en el artículo 4.° se
leclara lo siguiente :

«La Asociación General dñ Ganaderos tiene carácter administra-
tivo, por versar su acción sobre asuntos de interés público y sobre
fincas de propiedad del Estado...»

En el artículo anterior se había aludido a la importancia de la acción
le la Asociación en orden «a la conservación y amojonamiento de los ca-
ninos pastorales de los descansaderos y abrevaderos». Estas «fincas de
jropiedad del Estado» tienen que ser sin duda «los caminos pastoriles».

B) Resumiendo ahora lo referente a la regulación de 1897 parece
;vidente que la Administración ha pretendido introducir en la misma la
leclaración de que el Estado es el propietario de las vías pecuarias. Esta
leclaración se introduce no sólo en la Exposición de Motivos, sino tam-
jién en el articulado del texto. A la vista de estas declaraciones iniciales
jueden ahora explicarse fácilmente, quizá, los interrogantes que habíamos
Jejado antes sin resolver :

o) Si se pretende afirmar genéricamente la propiedad del Estado,
juede parecer lógico que se hable, como veíamos hace el artículo 13, pá-
rrafo 2.°, de facultades e iniciativas de la Administración en orden a la
lefensa y reivindicación de los derechos qus corresponden al Estado. Si el
Estado es considerado como propietario de esos bienes, parece lógico que
¡e prevean actuaciones en orden a la defensa y reivindicación de los
nismos.

(4$) ¿Hasta qué punto eslas posibilidades de alienación que se prevén pueden consi-
lerarse como una consecuencia de las ideas dcsamortizadoras? ¿O se semejarán, quizá, a
a= pretensiones partidis'.as que trataron de alcanzar en tantas ocasiones quienes detentaban
:1 poder, por medio de la puesta en aplicación de las ideas desamorlizadoras? De todas
ormas. la realidad es curiosa y paradójica: en los momentos de tensión desamortizadora,
;s decir, cuando se promulgan las Leyes, está claro que las vías pecuarias no son biene?
leí Estado: la Ley no los excepciona de la orden de venta que gravaba a todos los bienes
le) Estado, por la sencilla razón de que no eran bienes del Estado. Y como tales no fue-
on desamortizados. Lo paradójico del caso lo constituye el hecho de que estos bienes
[ue se libraron de la desamortización serían apropiados años más tarde por el Eslado, y
:ste procedería, en ocasiones, a ordenar su venta y a lucrarse con los beneficios obtenidos,
.orno si se tratara de una simple operación desamortizadora.
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b) Lo mismo puede, decirse en orden al problema riel arbolado criad<
en las vías pecuarias: si ahora se dice que estas vías son propiedad de
Estado, ya no hace falta decir que también pertenecerán al Estado los árbo
les crecidos en las mismas. Es algo obvio que no necesita ninguna espe
cificación. De ahí que, dando esto por supuesto, se diga sólo que la con
servación y mejora del arbolado queda a cargo del Cuerpo de Ingeniero:
de Montes. De ahí también la aclaración de que la facultad que corres
ponde a los pastores es no más que un derecho de aprovechamiento.

C) Resulta claro de cuanto acabamos de exponer que la fuerza d<
regulación que concedía el artículo 570 del Código civil a las Ordenanza;
y Reglamentos ha sido bien intensamente aprovechada por la Administra
ción en beneficio propio (49). Ahora bien, podemos plantearnos todavíí
una cuestión: una regulación como la que acabamos de estudiar, ¿tiem
fuerza suficiente para modificar de hecho, con toda radicalidad, una ins
titución jurídica como las vías pecuarias? Es éste un problema de hechc
•de difícil comprobación y de cuya verificación vamos a tener que pres-
cindir. Vamos a limitarnos aquí a ver cómo han afrontado el problema la<
regulaciones posteriores. En todo caso conviene destacar que la regulador
reglamentaria —vías pecuarias como propiedad del Estado— parece nc
sólo superar, sino prácticamente ser contraria a la regulación del propio
Código civil —vías públicas como servidumbres—. Esta remisión normativa,
¿puede llevarse tan lejos de forma que se contradiga la regulación de
•donde toma su fuerza la propia remisión? Realmente, en el terreno de la
lógica jurídica parece bastante fuerle esta posibilidad. Pero ya se sabe
•que en tantas ocasiones la lógica jurídica tiene muy poco que hacer frente
a la lógica de los hechos, sobre todo cuando ésta está en una dirección que
interesa a la lógica del poder.

4. En 1917 se produce una nueva reorganización de la Asociación Ge-
neral de Ganaderos, aprobada por Real Decreto de 39 de agosto. Esta
regulación tiene interés por lo que respecta a la configuración de la propia
Asociación. En efecto, ahora va a pasar decididamente al articulado de

(49) Por cierto que en la relación con la formulación del artículo 570 del C. c. hay
un problema verdaderamente interesante, que no podemos aquí resolver y que nos vamos
a limitar a apun'.ar: ordena dicho precepto que las servidumbres pecuarias «se regirán por
las Ordenanzas y Reglamentos del Ramo, y, en su defecto, por el uso y costumbre del
lugar». Pues bien, sería interesante poder determinar con detalle cómo se desarrollaron los
posibles conflictos existentes entre la regulación reglamentaria —es decir, la manifestación
de la Administración en cuanto poder— y las diversas ordenaciones consuetudinarias, re-
flejo de poderes tradicionales, o feudales, o cívicos, etc. El problema a mí me parece muy
•sugestivo, pero exige una investigación que no estoy en grado de emprender ahora.
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la norma reguladora la tesis de las dos personalidades. El artículo 3.°
dice así:

«La Asociación tiene dos personalidades: una, como delegada
del Gobierno, en lo referente a vías pecuarias, en que según las dis-
posiciones vigentes interviene en nombre del mismo, y otra como
representante de la clase ganadera» (50).

Pero por lo que respecta a las vías pecuarias, la regulación de 1917
deja expresamente vigente la regulación de 1892. Así el artículo 9 dis-
pone:

«La Asociación por sí establecerá libremente sus estatutos y re-
glamentos, que pondrá en conocimiento del Ministerio de Fomento,
salvo en las materias relativas a vías pecuarias. En ésia se sujetará
a los artículos 12 a 17 del Real Decreto de 13 de agosto ds 1892 y a
los títulos III y IV del reglamento de la misma fecha...»

Hay que entender, por tanto, que no se ha modificado el planteamiento
normativo del problema que nos preocupa. La regulación sigue siendo li-
teralmente la misma. Esto significa que se mantiene una regulación que ha
alcanzado ya los veinticinco años de vigencia. ¿Quiere esto decir que se ha
debido consolidar, por tanto, por lo que respecta a su incidencia sobre la
realidad, una configuración sentada normativamente veinticinco años an-
tes? Parece lógico que así sea, aunque aquí nos limitamos a recoger el
dato normativo, prescindiendo de investigar otros posibles testimonios.

5. En 1924 surge una nueva regulación, contenida en el Real Decreto
de 5 de junio, firmado por el General Primo de Rivera. La finalidad de
la presente disposición se recoge expresamente en el Preámbulo del Real
Decreto:

(50) En la Exposición de Motivos del R. D. se explica que la Asociación «necesita
tener una organización adecuada a los fines que debe llenar; su doble carácter de oficial
—como encargada de la defensa de las cabanas— y particular —como representante de
los ganados— impone un desdoblamiento en sus funciones, que no puede ser división
de energías, sino una suma de facultades para que —unido el aliento de los asociados—
con la fuerza del poder, puedan empicarse en servicio de la ganadería.

A reconocer esa doble condición, para duplicar su fuerza, atiene el proyecto; la
Asociación tiene carácter administrativo, como tal se dirige a las Autoridades de oficio;
su presidente ló nombra el Gobierno a propuesta de la Asociación, y a ella sigue enco-
mendada la guarda de las vías pecuarias; pero para los demás fines la Asociación es per-
fectamente autónoma, con plena libertad para dar el necesario desarrollo a las iniciativas
beneficiosas para la ganadería y seguir de cerca, sin trabas oficiales, la marcha de la
industria para socorrería en sus desfallecimientos y reforzarla y hasta precederla en sus
avances».
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«Es necesario, si se quieren conservar las vías pecuarias, reunir
en un Cuerpo legal el Cuerpo de doctrina sobre esta materia, fi-
jando las facultades reivindicadoras de la Administración, simplifi-
cando trámites y facilitando la enajenación, en beneficio del Estado
y de los Municipios, de aquellos trozos que hoy no son utilizados
por la ganadería».

No deja de ser un tanto paradójico el observar tan próximas dos direc-
ciones que son da tan distinto signo : el ejercicio de las facultades reivin-
dicatorías y la posibilidad de enajenación de los bienes regulados. Real-
mente esta segunda posibilidad parece ser la negación de lo qus significa
la primera. Y sin embargo, es curioso, por paradójico, que ambas posibi-
lidades son consecuencia lógica de la configuración del Estado como pro-
pietario de. estos bienes : un propietario que reivindica y un propietario
que enajena como facultades normales correspondientes a todo propietario.
La regulación de 1924 nos testimonia, por tanto, la consolidación del cri-
terio del Estado propietario. Se insiste, como ya sabamos, en la conside-
ración de las vías pecuarias como bienes de dominio público. Se insiste
también en la imprescriptibilidad de las mismas (51). Es curioso que no
se contenga, en cambio, ninguna referencia a la inalienabilidad. Antes al
contrario, se insiste incluso, en el Preámbulo, en la posibilidad de con-
vertir las vías pecuarias «en fuente de ingresos para el Tesoro, pasando a
ser propiedad privada y otorgándose a los adquirentes completa titula-
ción». Es interesante insistir sobre esta particularidad pensando, sobre
todo, en la perspectiva de la evolución, de la noción de dominio público.
El Estado se apropia de unos bienes de acusrdo con un proceso que varía
para cada uno de los tipos de bienes. En esta evolución es importante tra-
tar de resaltar cuáles son las ventajas que trata de alcanzar el Estado me-
diante la apropiación de los bienes contemplados. Desde esta perspectiva,
digo, es interesante constatar aquí que una de las ventajas que trata de
conseguir el Estado con la apropiación de las vías pecuarias, es el lucro
que proporciona la venta de las mismas.

(51) Recuérdese que el artículo 1.° del R. D. dispone: «Las vías pecuarias son bie
nes de dominio público y están destinadas al tránsito de los ganados. En tal concepto nc
serán susceptibles de prescripción y no podrá alegarse para su apropiación el mayor c
menor tiempo que hayan sido ocupadas, ni en ningún caso podrán legitimarse las usurpa
ciones de que sean objeto. Corresponde a la Administración el restablecimiento y reivindi
caciún de las vías pecuarias usurpadas, cualquiera que sea la fecha de su ocupación, salve
los casos en que se haya legitimado conforme a las Leyes el derecho adquirido, haciende
la adquisición irreivindicable».
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Consecuentemente con estas ideas el Real Decreto va a regular con
detenimiento, un procedimiento de clasificación de las vías pecuarias cuya
Einalidad más importante es determinar las vías pecuarias cuya conserva-
ción se considera necesaria, las vías innecesarias y los fragmentos sobrantes
Je vías pecuarias. Como dispone el artículo 2.°:

«Se procederá a la clasificación, por provincias, de las vías pecua-
rias, en vías pecuarias necesarias para el uso y pasto de los ganados
y vías pecuarias innecesarias».

De esta forma se va a introducir una particularidad significativa en la
regulación de las vías pecuarias. En la regulación de ]892, mantenida en
vigor por la de 1917, la distinción decisiva, que lo era a efectos de des-
linde, era entre vías de carácter local y vías de carácter general (52). Aho-
ra deberán ser clasificadas todas las vías pecuarias nacionales para ver
cuáles de ellas pueden ser consideradas como innecesarias, procediéndose,
por tanto, a su venta. Esta intención del Estado-propietario provocará las
correspondientes actuaciones administrativas, pues a partir de entonces se
irán clasificando las vías pecuarias de los distintos términos municipales.
Conviene llamar la atención sobre la importancia y significado de esta
operación que todavía en nuestros días, sigue entreteniendo la atención
de los órganos administrativos competentes : no es infrecuente que el Bo-
letín Oficial del Estado de cualquier día, publique la Orden aprobatoria
de la clasificación de vías pecuarias realizada en algún término municipal.
En todo caso, conviene advertir que el Estado-propietario se siente gene-
roso en 1924, haciendo largamente partícipes de sus ingresos a otros entes
públicos que así verán de alguna manera acallados sus posibles motivos
de oposición frente al modo de proceder de la Administración del Estado.
Dispone, en efecto, el artículo 14 :

«El importe de las enajenaciones se distribuirá en la forma si-
guiente : el 50 por 100 para el Estado, ingresando en el Tesoro pú-
blico; el 25 por 100 para el Ayuntamiento respectivo, con destino a
la conservación y mejora de terrenos de propios y aprovechamiento
común, y el 25 por 100 restante para la Asociación de Ganaderos
del Reino, la que lo destinará a los gastos de clasificación y deslinde
de las vías pecuarias y a la conservación y mejora de éstas».

(52) Según el párrafo 1." del artículo 68 del Reglamento de la Asociación General
le Ganaderos de 1892. epara los efectos del deslinde, las vías o servidumbres pecuarias se
Jividen en vías de caráclcr local y vías de carácter general».
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Eran, en efecto, los Municipios y la Asociación General (53) los po-
deres organizados que podían haber manifestado su descontento por la
realización efectiva de la posibilidad planeada.

6. La siguiente regulación la constituye el Decreto de 7 de diciembre
de 1931, que ya en la época de la segunda República reorganiza la Direc-
ción General de Ganadería e Industrias Pecuarias.

Se sigue insistiendo, como sabemos, en que las vías pecuarias son bie-
nes de dominio público de acuerdo con la formulación tomada de las regu-
laciones anteriores. Ahora bien, ¿cómo se nos presenta ahora el Estado-
propietario de las vías pecuarias? Vamos a poder comprobar que la nueva
regulación introduce un cambio de perspectiva muy importante a este res-
pecto.

Se sigue manteniendo, desde luego, el sistema de clasificación que había
sido introducido por la regulación de 1924 :

«Corresponde, pues, al Estado disponer de la superficie sobrante,
según clasificación, así como las recuperadas de usurpación» (bas^ 2.a,
párrafo 3.°).

«Se continuará, según el criterio hasta ahora seguido, la clasifi-
cación de las vías pecuarias atendiendo a su actual necesidad, procu-
rando prever las futuras, determinando la anchura de los que se
estimen necesarios y proponiendo la declaración de innecesarias en
los casos pertinentes» (base 4.a, párrafo 1.°).

Lo qus cambia radicalmente va a ser el destino que se prevé para las
vías innecesarias o paia las partes sobrantes: ya no se va a estar pensando
primariamente en su enajenación, ya no van a ser consideradas primordial-
mente como una fuente de ingresos para el Estado. Al contrario, se van a
destinar a fines que se quiere fomentar a toda costa y que el Estado hace
suyos. Es muy significativa a este respecto la base 5.a:

«El uso que por la Administración haya de hacerse de los sobran-
tes que resulten de la clasificación, se inspirará en el criterio y con-
tenido de la reforma agraria.

Si no se roza ni interfiere dicha reforma, podrá seguirse el criterio

(53) Por cierto que debemos señalar otra ventaja que se concede a la Asociación
General, con lo cual se modifica el criterio seguido en regulaciones anteriores. En efecto,
según el artículo 16, «pertenecen a la Asociación General de Ganaderos los productos de
las plantas espontáneas y los frutos de los árboles y arbustos existentes en las vías pecua-
rias, debiendo dedicar a la conservación de las mismas los ingresos que por este concepto
se obtengan».
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de no enajenar ninguna de dichas superficies, efectuando solamente
su cesión en usufructo a Cooperativas o Asociaciones de labradores
como experiencia de producción económica colectiva.

En consecuencia, aquellas superficies suceptibles de cultivo eco-
nómico —lo que determinará el personal técnico agrícola del servi-
cio—, así como los que se destinen a pastos —que si están en zona
forestal precisará el informe correspondiente de los Servicios forestales
oficiales—•, se cederá a organizaciones agrícolas de carácter coopera-
tivo, con lo que se favorecerá y fomentará la práctica cooperativista
tan ausente de nuestro medio rural».

Por lo que respecta a la clasificación y demás operaciones, se intenta
evitar su carácter estrictamente burocrático para fomentar a toda costa su
mayor difusión. Se trata, por tanto, de evitar que sean operaciones reali-
zadas más o menos secretamente, más o menos aisladamente por unos cuan-
tos funcionarios o políticos locales al margen de los que pueden estar
realmente interesados en los mismos. En este sentido es importante lo que
prescribe la base 10 :

«En las operaciones intervendrán el Ayuntamiento y la Junta
local de Fomento pecuario, en sustitución ésta de la intervención
que antes tenía la Junta Local de Ganaderos, e interesa mucho a los
fines del buen servicio que se vigila cuanto se relaciona con la pu-
blicidad de las operaciones a ejecutar, procurando su mayor difu-
sión y eficacia, en evitación de reclamaciones extemporáneas y des-
contentos previsibles.

Si se solicitare por organizaciones obreras locales estar represen-
tadas en la Comisión que f-ntiende en la clasificación y deslinde será
admitida su cooperación en el número prudencial que se deter-
minará».

No es difícil observar el significado del cambio que supone la nueva
regulación. Desde una perspectiva estrictamente formal, si se observan las
relaciones jurídicas independientemente de lo que significan, habría que
decir quizá que no ha habido variación en cuanto se sigue afirmando la
propiedad del Estado sobre las vías pecuarias. Pero sabemos que el dere-
cho es algo más que fórmulas estrictamente formales y de ahí que desta-
quemos el significado de la regulación.

7. En 1944 surge una nueva regulación. Se trata del Decreto de 23 de
diciembre, actualmente vigente. Este Decreto contiene también, como ya
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sabemos, la afirmación de que las vías pecuarias con bienes de dominio
público. Junto a esto, ¿nos ofrece algún dato de interés que merezca des-
tacarse, para calibrar cuál es el alcance efectivo en estos momentos de la
configuración de la propiedad de estos bienes? Hay un punto cuyo interés
me parece importante destacar: la regulación de 1944 insiste y logra una
regulación propia en relación con el problema que había sido abordado y
resuelto por la regulación republicana de supresión de la Asociación Ge-
neral de Ganaderos para incorporar al Estado las funciones que aquélla
detentaba. En el Preámbulo del Decreto de 1944 se reconoce expresamente
que la extinguida Asociación Genera] de Ganaderos asumía, respecto a las
vías pecuarias, la gestión plena de cuanto con ellas se relaciona, mientras
que ahora «al cesar tal delegación y reintegrarse a la Administración las
facultades delegadas...», etc. Ya es un hecho consumado la regulación de
tal transformación. Digo que la actual regulación ofrece caracteres propios
por la siguiente razón: Indudablemente el paso decisivo es el consagrado
por el Decreto de 1931. Ahora bien, este Decreto no abordaba todos los
aspectos que comprendían las regulaciones tradicionales de las vías pecuarias.
Además, en el problema tan importante de la venta de las vías pecuarias,
ya ha quedado constancia del intento de la Administración republicana de
evitar a toda costa la enajenación de las mismas. Consecuentemente, no
tenía por qué regularse el destino que habría de darse a los fondos obte-
nidos mediante dichas ventas. Pues bien, en esos puntos que habían sido
admitidos en la legislación republicana es fácil observar en la vigente re-
gulación las consecuencias de la novedad introducida. Aquellas facultades
que se atribuyeron en otros tiempos a la Asociación General de Ganade-
ros aparecen ahora directamente asumidas por la Administración. Esta
observación no tiene un carácter meramente anecdótico. Las facultades y
atribuciones encomendadas por regulaciones anteriores a la Asociación Ge-
neral no podían menos de incidir sobre la configuración real del régimen
jurídico de las vías pecuarias. El que desaparezcan ventajas, facultades o
aprovechamientos de que venían disfrutando oíros entes, significa, gin
ninguna duda, un fortalecimiento de la posición dsl Estado. Un fortale-
cimiento que se refleja e influye directamente en la real configuración ju-
rídica de los bienes en cuestión.

Así, ya no se alude para nada a la Asociación en lo referente a la reivin-
dicación de las vías pecuarias, ni siquiera como colaboradora para poner
en movimiento el aparato estatal. Según el artículo 2.°:

«Corresponde a la Administración el restablecimiento y reivindi-
cación de las vías pecuarias usurpadas, cualquiera que sea la fecha de
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su ocupación, salvo los casos en que se haya legitimado, haciéndose la
adquisición irreivindicable».

En este orden de ideas es ya terminante el artículo 3.°. que especifica
incluso cuáles van a ser los servicios administrativos competentes en la
materia :

«La conservación, administración, explotación, mejora, custodia,
clasificación, deslinde (54), amojonamiento y en general cuanto con
las vías pecuarias se relaciona, dependerá de la Dirección General de
Ganadería, por medio de su Servicio de Vías Pecuarias» (55).

Estamos ya lejos, por tanto, de las regulaciones que atribuían a la Aso-
ciación la custodia de las vías pecuarias.

Este fenómeno de estatalización de actividades vamos a poder observarlo
en muy diversos sectores: En la creación, a cargo del Ssrvicio de Vías Pe-
cuarias, de un Archivo General de Vías Pecuarias, en la regulación del
procedimiento de clasificación, en el destino que se da a los frutos y pro-
ductos de las vías pecuarias y en el destino que se da al importe de las ena-
jenaciones de aquellas vías que se destinen a la venta.

a) El Archivo General de Vías Pecuarias se configura, en efecto, como
un servicio estatal. Como dispone el artículo 4.° del Decreto,

«para mayor rapidsz, eficacia, seguridad y simplificación de los tra-
bajos, administrativos y técnicos, referentes a vías pecuarias, los do-
cumentos, planos y antecedentes de todo orden relativos a las mis-
mas, que existan en el Sindicato Nacional de Ganadería y en las
Direcciones Generales y demás Dependencias Cenírales y Provincia-

(51) En el caso de la Vereda Perdida, contemplado por la sentencia de 14 de diciem-
bre de 1957. la Dirección General de Ganadería había impuesto al recurrente una multa
por intrusión en la vía pecuaria y le había sancionado además a que abandonase el terreno
ocupado, reponiéndolo a su primitivo trazado. El Supremo revora la disposición adminis-
trativa, sosteniendo que la previa realización del deslinde «es completamente indispensable
para que pueda exigirse el respeto a las vías señalada? y determinarse en cada caso si ha
habido o no intrusión por los particulares».

i,55) Por cierto que este Servicio de Vía? Pecuarias se va a configurar como Organismo
autónomo del grupo B. Cfr. el D. de 14 de junio de 1962, número 1.348. ¿Constituye
esto un obstáculo al proceso de estatalización que venimos señalando? Creo que no, dadas
las características generales de nuestra Administración institucional: reiteradamente se ha
puesto en evidencia que en tantas ocasiones se llega a la personificación pnr simples ra-
zones de tipo financiero o de control, etc., sin que esto tenga ninguna importancia estruc-
tural. Esta observación general se confirma sin ninguna duda en un Ministerio, como el
de Agricultura, en el que incluso se concedió personalidad separada a la Secretaría General
Técnica.
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les del Estado, serán enviados a la Dirección General de Ganadería
para, unidos con los que en ésta existan, constituir el Archivo Ge-
neral de Vías Pecuarias...»

6) En esta misma dirección se incluye la regulación prevista para la
clasificación de las vías pecuarias. Así, por ejsmplo, según el artículo 8.°:

«La clasificación de las vías pecuarias se llevará a cabo por un
Ingeniero Agrónomo de los adscritos al Servicio de Vías Pecuarias,
que ostentará la representación de la Administración, efectuará et
recorrido de cada una de ellas... y, oídos previamente el Ayunta-
miento y la Junta Local de Fomento Pecuario, y en su caso la Junta
Provincial de Fomento Pecuario, sobre las necesidades a satisfacer
por las vías pecuarias que se clasifican, se radactará el proyecto per
tinente».

La opinión del Ayuntamiento y de las Juntas no es. por tanto, vincu-
lante (56). La competencia en este caso es, realmente, una competencia de
órganos de la Administración del Estado.

c) Los efectos de la apropiación realizada por el Estado los observa-
mos también en el tema de los frutos y aprovechamientos de las vías pe-
cuarias. Ya hemos tenido ocasión de constatar que la solución de este pro-
blema iba variando con las distintas regulaciones. Se sigue reconociendo
ahora un derecho de aprovechamiento por parte del ganado que realiza
el tránsito normal. El resto de las facultades se atribuye al Estado (57), con
la excepción de una participación proporcional en el valor de los aprove-
chamientos que se atribuye al Ayuntamiento :

«Los frutos y productos de las vías pecuarias no aprovechables por
el ganado en su tránsito normal, pertenecen al Estado, y su utiliza-
ción compete a la Dirección General de Ganadería, pudiendo reali-
zarlo directamente por medio de su Servicio de Vías Pecuarias o

(56) GRAU CAMPUZANO, Régimen legal de las vías pecuarias, pág. 36, comenta este
precepto, observando que "la intervención que se da al Ayuntamiento y a las Juntas es me-
ramente informativa, debiendo advertirse que en la actualidad las Juntas Locales de Fo-
mento Pecuario han pasado en sus funciones a las Hermandades, y dentro de ellas, a las
Juntas Sindicales Agropecuarias». Sobre el importante tema de la sustitución de las Juntas
de Fomento Pecuario por las Hermandades y Juntas Sindicales no podemos ocuparnos en
este punto.

(57) En el Preámbulo del D. de 1944 se anuncia, como uno de los propósitos de la
nueva regulación, «la explotación adecuada por el Estado de sus arbole?, frutos y pro-
ductos".
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mediante acuerdo con los respectivos Ayuntamientos, con otras enti-
dades o con particulares.

Los aprovechamientos de carácter forestal, así como la conserva-
ción de vías pecuarias cuando éstas atraviesen montes públicos o pro-
tectores, estará a cargo del Distrito Forestal correspondiente, siendo
los gastos que se ocasionen de cuenta de la Dirección General de
Ganadería, la que psrcibirá el importe del valor de los productos que
se obtengan.

Del valor de los aprovechamientos obtenidos de las vías pecua-
rias se destinará el 25 por ]00 al Ayuntamiento respectivo, quedando
el resto a disposición da la Dirección General de Ganadería, con des-
tino a la conservación y mejora de las vías pecuarias».

Tampoco aquí ha quedado ningún resto de la Asociación General de
Ganaderos. Salvo el derecho de aprovechamiento de los ganados en tránsito»
se afirma la pertenencia al Estado de los productos contemplados, quien
en todo caso deberá hacer partícipe al Municipio de un tanto por ciento
del valor de los aprovechamientos. Pero nada más. Significa esto, por
ejemplo, que los propietarios de las fincas vecinas no pueden beneficiarse
con los frutos de las vías pecuarias (58).

(58) A este respecto es muy interesante el caso de la Cañada real de las Merinas,
contemplado por la sentencia de 18 de abril de 1956 (Arz. 2.233): el propietario del monte
Pilar de Castejón, en el término municipal de Villaverde de Iscar (Segovia), atravesado por
la citada Cañada real, había efectuado una corta de pinos situados en terrenos de la
Cañada. Pretendía que las cañadas, de acuerdo con el C. c , art. 570, deben ser consi-
deradas como servidumbres, y, por tanto, al ser él e! propietario del terreno, tenía per-
fecto derecho a apropiarse los citados árboles. Ante tales hechos, la Dirección General de
Ganadería había exigido del citado propietario el pago de una indemnización por importe
del valor de los árboles talados, así como una multa del duplo de dicha cantidad. Sostiene
el representante de la Administración en el proceso que las cañadas son bienes de dominio
público, siendo el Estado el propietario de las mismas y debiendo atribuirse sus frutos a
la Administración. F.sta es la opinión que prevalece en el fallo del Tribunal Supremo,
quien entiende que sobre la consideración como servidumbre del artículo 570 del C. c. debe
prevalecer la regulación administrativa que se ha ocupado con posterioridad del tema,
afirmando expresamente que «al revestir el carácter de bienes de dominio público las vías
pecuarias, a tenor de los preceptos antes citados, es patente que tal concepto es igualmente
de aplicación a las plantas y pastos que en ellos se produzcan y a los árboles que en los
mismos existan, siendo a la Administración a la que corresponde regular su aprovecha-
miento y sancionar las contravenciones a dicha regulación». Por su parte, la sentencia de
10 de noviembre de 1962, que resuelve e! caso del Veredón de Morales, afirma también,
bien que incidcntalmente, que en las vías pecuarias «todos los frutos y beneficios de esa
zona son del Estado». Aunque conviene observar que esta calificación sólo se predica
de aquellas vías pecuarias que sean efectivamente de dominio público, ya que admite ex-
presamente la posibilidad de que haya vías pecuarias que se configuren sólo como servi-
dumbre de paso, como hemoj de ver más adelante en el texto.
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d) También es de destacar, en el sentido que nos interesa ahora, la
regulación que se da al tema de las enajenaciones de las vías pecuarias.
Por de pronto, hay que decir que el Estado-propieiario insistirá, a partir
de 1944, en su vieja pretensión de lucrarse con la venta de determinadas
vías pecuarias. En el Preámbulo del Decrsto de 1944 se enumeran las fina-
lidades que se propone la nueva regulación, aludiéndose así al tema que
nos interesa : «sin dejar de tener presente la conveniencia de la venta por
el Estado de los terrenos pertenecientes a aquéllas (vías pecuarias) que
por unas u otras causas han perdido, total o parcialmente, su utilidad
como tales vías pecuarias». Es claro, por tanto, el propósito de lucrarse
con la venta de determinadas vías pecuarias (59). Anta la ausencia de la
Asociación General de Ganaderos, se establece un nuevo módulo en las
participaciones que está ya modificado, como hemos de ver en seguida,
pero cuya reproducción no es obvia a los efectos de fijar los detalles de
una evolución histórica que estamos siguiendo:

«El importe de las enajenaciones ss distribuirá en la forma si-
guiente : el 50 por 100 para el Estado, con destino a la creación de
núcleos de patrimonios familiares en el término municipal a que co-
rrespondan los terrenos enajenados: el 20 por 100 para el Ayunta-
miento respectivo, con destino a la conservación y mejora de las vías
pecuarias que crucen en su termino, y el 30 por 100 a la Dirección
general ds Ganadería para el Ssrvicio de Vías Pecuarias, con destino
a la conservación y mejora de las mismas» (art. 30).

El 80 por 100 del producto de la venta es destinado, por tanto, al
Estado. En relación con estas afectaciones de cantidades a fines determina-
dos —creación ds patrimonios familiares, conservación de las vías, etc.—.
el principal problema que se plantea es el de cómo asegurar que efectiva-
mente se va a dar cumplimiento al destino previsto, teniendo en cuenta
fundamentalmente las imperfecciones que presenta nuestro derecho presu-
pujstario. Aquí me voy a limitar simplemente a plantear el problema, sin
poder realizar ahora una investigación acerca de su realidad efectiva. Por-

(59) En el caso del Cordel del Cerro del Calo (S. de 28 de noviembre de 1961,
Arz. 4.017; ponente, señor CORDERO), el Supremo llega a entender que se ha producido
desviación de poder, al pretenderse «la obtención de un beneficio material para las ha-
ciendas del Estado y del Municipio y para los servicios correspondientes», forzando las
posibilidades del Reglamento de Vías Pecuarias, lo que constituye un «plausible fin falso,
que no es el que el legislador pretende en las clasificaciones de vías pecuarias». En efecto,
la Administración había pretendido prevalerse de determinados terrenos en el momento de
la calificación de las vías pecuarias, en lugar de utilizar para ello la acción reivindica-
toria.
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jue ¿qué sucederá, por ejemplo, si la cantidad desiinada a la Dirección
general de Ganadería para el Servicio de Vías Pecuarias con destino a la
¡onservación y mejora de las mismas se utilizara en parte para nutrir al-
;ún fondo de tasas con que remunerar al psrsonal, en lugar de dedicarse
i la conservación y mejora? Es difícil, en efecto, verificar si efectivamente
¡e cumplen los fines previstos. Desde luego que si en alguna ocasión deja-
ban de atenderse los fines señalados para destinar el importe de las ventas
le los bienes a necesidades diversas de las previstas se produciría una si-
uación verdaderamente anómala. Pero, en fin, ya digo que aquí no debe
)cuparnos el problema. Se trataba tan sólo de señalar la posibilidad plan-
eada. En relación con este problema, el planteamiento inicial del Decre-
:o de 1944 ha sido modificado posteriormente. A tal fin se ha promulgado
;1 Decreto 1.508, de 4 de julio de 1963 (B. O. E. del 7), que da una nueva
•edacción al artículo 30 del Decreto de 1944. En el Preámbulo del mismo
;e reconoce que la cuantía de la participación destinada a la creación de
lúdeos de patrimonios familiares «es notoriamente insuficiente para el
:in perseguido, por lo que resulta aconsejable aplicarla a otros fines re-
acionados directamente con las vías pecuarias, sin merma de la función
;ocial que el Estado viene realizando por medio de otros organismos».

A raíz de esta reforma, el artículo 30 del Decreto de 23 de diciembre
le 1944, regulador de las vías pecuarias, queda redactado de la siguiente
nanera:

«Del importe de las enajenaciones de terrenos sobrantes de vías
pecuarias se entregará el 20 por 100 al Ayuntamiento respectivo, con
destino a la conservación y mejora de los que crucen su término, y
el 80 por 100 restante al Servicio de Vías Pecuarias afecto a la Direc-
ción General de Ganadería, para el cumplimiento de sus fines espe-
cíficos».

El Decreto 1.508, de 1963, contiene otra disposición cuyo alcance nos
interesa recoger aquí también. En el artículo 2.° dispone, en efecto :

«El Servicio de Vías Pecuarias, organismo autónomo de la Admi-
nistración del Estado, podrá afectar a los fines específicos que le están
encomendados el remanente anteriormente destinado en sus presu-
puestos a la creación de núcleos de patrimonios familiares».

Esta reforma de 1963 se manifiesta, por tanto, en dos puntos funda-
mentalmente : En primer lugar, el 50 por 100 que antes se atribuía al
Estado con destino a la creación de núcleos de patrimonios familiares, se
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va a atribuir en adelante al organismo autónomo Servicio de Vías Pecua-
rias. Este destino se introduce con un cierto sentido retroactivo, tal como
lo dispone el artículo 2.° del Decreto de 1963 (60).

En segundo lugar, esta adscripción a un organismo autónomo —.una
persona pública distinta, por tanto, de la del Estado—• no se hace como-
antes «con destino a la conservación y mejora» de las vías pecuarias (ver-
sión del artículo 30 en la redacción de 1944), sino para el cumplimiento'
de los fines específicos del organismo autónomo Servicio de Vías Pecua-
rias (versión del artículo 30 en la redacción de 1963). Esto significa, por
ejemplo, que los fines de este organismo serán los de conservación y
mejora de las vías pecuarias, pero también otros, como, por ejemplo, los
de mantenimiento del personal al servicio de Vías Pecuarias (61) o cuales-
quiera otros.

(60) Por supuesto que el problema parece tener mucha mayor importancia de la que
aquí le dedicamos, pero no podemos entretenernos en este momento a dilucidar esta pro-
blemática.

(61) La fecha de la regulación que comentamos —1963— nos suscita una duda, y es
la de si la reforma emprendida puede tener alguna relación con la reforma de los funcio-
narios públicos, que por entonces se está llevando a cabo, y que intentaría incidir sobre-
el famoso tema de la remuneración de los funcionarios. A este respecto puede ser interesante
recordar lo que habría de disponer, poco más adelante, el artículo 16 de la llamada Ley
de Retribuciones (Ley 31/1965, de 4 de mayo), sobre todo en su párrafo 4.°. Dice asf
dicho artículo 16:

«1. Las tasas y exacciones parafiscales y todos los ingresos extrapresupuestarios, cua-
lesquiera que sea su denominación, que perciban los organismos de la Administración del
Estado y las Entidades Estatales Autónomas, sea cual fuere su destino, se ingresarán directa-
mente en el Tesoro y figurarán como ingresos públicos en los Presupuestos Cenerales del:

Estado.

2. Los ingresos a que hace referencia el párrafo anterior, así como las actuales par-
ticipaciones de los funcionarios comprendidos en el régimen de esta Ley, en los impuestos-
y en toda clase de tributos presupuestarios o en fondos públicos destinados a inversiones,
se destinarán ) financiar con carácter general los gastos públicos.

3. No obstante, conservarán su actual afectación aquellas tasas, exacciones parafiscales
e ingresos extrapresupuestarios que se encuentren en los siguientes casos:

a) Las destinadas a financiar los gastos de las Entidades Estatales Autónomas y que
figuren entre los ingresos de sus presupuestos, debidamente aprobados por el Ministerio de
Hacienda.

6) Las destinadas a la regulación de precios.
c) Las que, no destinándose a satisfacer retribuciones de personal, se declaren sub-

sistentes por el Gobierno mediante Decreto, dictado a propuesta del Ministerio de Ha-
cienda.

4. En los casos en que los funcionarios de los Organismos Autónomos percibiesen re-
tribuciones con cargo a las tasas y exacciones paraiiscales e ingresos extrapresupuestarios
a que hacen referencia los apartados 1 y 2 de este artículo, y que debieran quedar desafec-
tados, de acuerdo con lo dispuesto en los expresados apartados, dicho; Organismos recibí-
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Como colofón de este punto no deja de ser curioso constatar la cesión
que hace el Estado-propietario de estos posibles beneficios (62) a favor de
un organismo autónomo, personalidad jurídica distinta de la suya. ¿Signi-
fica esto una debilitación de la tensión centralizadora a la que tantas veces
hemos aludido?

Terminamos con esto el estudio de las regulaciones que con posteriori-
dad al Código civil se han ocupado de las vías pecuarias. El análisis espe-
cífico de cada regulación nos lia puesto en evidencia cuál era el nivel
alcanzado en cada momento por la configuración de las vías pecuarias
•como bienes de dominio público, propiedad del Estado. Creo que el estu-
dio de dichas regulaciones constituye un elemento de estudio importante
para analizar el proceso de apropiación de dichos bienes por parte del
Estado.

Independientemente de los muchos problemas que hemos dejado sin
resolver, ¿se agotan en lo expuesto las grandes líneas de la regulación de
las vías pecuarias o da las servidumbres de paso para ganados, como las
.llama el artículo 570 del Código civil? La regulación administrativa sur-
gida de acuerdo con lo previsto en el artículo 570 del Código civil, ¿con-
sume la regulación de este interesante sector, de forma que será la única
que incida sobre el mismo? A este respecto, el caso del Veredón de Mora-
les, resuelto por la sentencia del Tribunal Supremo de 10 de noviembre
de 1962 (Arz. 4.436), nos pone ante un dilema de verdadero interés, dado
tanto el alcance del caso planteado, como la calidad de la doctrina for-
mulada.

rán, con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, los fondos necesarios para satisfa-
cer las citadas retribuciones».

Aquí no voy a pretender resolver la duda suscitada. Quede sólo apuntado este problema,
en espera de otra ocasión para resolverlo.

(62) Conviene recordar que la Ley del Patrimonio del Estado (t. a. de 15 de abril
•de 1964) contiene importantes disposiciones en lo referente a la dcsafectación y enajena-
ción de los bienes de dominio público. Pero por lo que respecta al problema que ahora
nos interesa, se mantiene prácticamente la regulación anterior, ya que la disposición de
excepción 3.* de la Ley del Patrimonio (seguida litera'.mente por la disposición de excep-
ción 3.a del Reglamento de dicha Ley) dispone lo siguiente: «Por el Ministerio de Ha-
cienda se reintegrará al Servicio de Vías Pecuarias, a través de los Presupuestos Gene-
rales del Estado correspondientes al siguiente ejercicio, el importe de las enajenaciones
que anualmente se verifiquen para cumplimiento de los fines específicos legalmente atribuí-
dos a dicho servicio».

141



LORENZO MARTÍN-RETORTILLO BAQUER

En el supuesto citado, se había realizado la clasificación de las vías
pecuarias en el término municipal de Posadas (Córdoba), de acuerdo con
la legislación vigente, llegándose a considerar el Veredón de Morales como
una «vía pecuaria necesaria», de acuerdo con la tipología reglamentaria.
Esta clasificación implicaba, por tanto, su consideración como un bien de
dominio público, con todas las consecuencias inherentes a esla califica-
ción. Significaba, entre otras, la afirmación de la propiedad del Estado
sobre el terreno en cuestión.

Frente a esta interpretación, se alza el propietario del fundo atravesado
por el veredón, afirmando que éste es de su propiedad, si bien reconoce
que eslá gravado por una servidumbre de paso para ganados, servidumbre
que aprovechan todos los vecinos de Posadas para llevar a pastar sus ga-
nados. Se niega, por tanto, que el veredón sea de dominio público. Se nie-
ga que sea propiedad del Estado. Pero esto no impide reconocer que la
finca de su propiedad está gravada con una servidumbre pecuaria que
aprovechan todos los vecinos de la localidad. Es decir, se niega el carácter
de dominio público, sin. negar por ello la existencia de una servidumbre
pecuaria que satisfaga cumplidamente las necesidades de la ganadería.

Este es el planteamiento del supuesto. Ahora bien, esta pretensión del
propietario ¿puede hacerse prevalecer al margen de la regulación admi-
nistrativa de las vías pecuarias? ¿Cabe la posibilidad de entender que las
servidumbres de paso pecuarias previstas por el Código civil pueden se-
guir subsistiendo aun cuando ya hemos visto que, en principio, el Estado
se ha apropiado de ellas y se han transformado jurídicamente en bienes
de dominio público? El fallo del Tribunal Supremo, del que fue ponente
el Profesor ARIAS RAMOS, resuelve el supuesto, sentando una doctrina
verdaderamente sugestiva.

Se comienza haciendo una acotación de conceptos dada la imprecisión
con que en muchas ocasiones se utilizan las palabras en el lenguaje ju-
rídico :

«Es de hacer notar —dice la sentencia— que la expresión "vía
pecuaria" suele tener dos acepciones: a) una amplia y vulgar, de
zona de terreno destinada al tráfico de ganado, en la que pueden es-
timarse comprendidos tanto los caminos y carreteras, como los gra-
vámenes existentes para la aludida finalidad en fincas privadas, como
las fajas del suelo nacional, que desde los medievales privilegios rea-
les que constituysron la Carta de la Mesta y su honrado Concejo, han
tenido una especial regulación; y b) otra, acepción restringida,
ceñida exclusivamente a esas fajas últimamente indicadas; acepción
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de la cual quedan fuera las otras nociones abarcadas en la acepción
amplia o vulgar».

Una vez sentada esta distinción, cuya misma admisión es ya muy im-
portante, porque se sitúa en esa línea de necesario discernimiento a la que
hemos aludido en repetidas ocasiones, se puede entrar a analizar el objeto
discutido en el proceso :

«... La cuestión fundamental a analizar en este recurso es la de si
el llamado Veredón de Morales es una "vía pecuaria" en el sentido
restringido de la expresión —tesis da la Administración demanda-
da—, o si, aun siendo una faja de terreno destinada al tránsito de
ganado, no está incluida en tal concepto legal restringido, sino en
uno de los excluidos del mismo y que integran el [concepto] amplio
o vulgar: una "servidumbre de paso de ganados" —tesis de los re-
currentes—; por lo que conviene precisar bien las características di-
ferenciales de estos dos conceptos jurídicos».

A continuación recoge la sentencia la expresión normal de ambos con-
ceptos :

«A tal fin es de observar que: la nota esencial distintiva de la "vía
pecuaria" en ese su sentido restringido, es la de ser una porción o
faja de terreno de dominio público —•declaración terminante con la
que se inicia el Decreto ds 23 de diciembre de 1944—•, mientras que
]a servidumbre es un gravamen que pesa sobra un dominio privado;
en ella es básico e indispensable un predio sirviente que no deja de
ser de dominio privado, cuyo dueño no pierde, por la obligada tole-
rancia del gravamen, las demás facultades dominicales sobre la zona
gravada, y en la vía pecuaria, en cambio, no hay tal predio sirviente,
porque la zona de tránsito del ganado es el dominio público, y es?
concreto destino dado a ella por el Estado no puede ser servidumbre,
porque nidli res sua servit, y por ello todos los frutos y beneficios
de esa zona son del Es'.ado, porque, con arreglo al artículo 27 del
citado Decreto, la enajena cuando la estima innecesaria; que por eso
es inadecuado decir que sobre una finca pesa una servidumbre de
vía pecuaria en su sentido técnico legal, como lo sería decir que so-
bre un terreno particular cruzado por una carretera pasa una servi-
dumbre de paso, ya que, tanto la carretera como la vía pecuaria no
son predios sirvientes, sino terrenos de dominio público».

A la vista de estos conceptos, el fallo del Supremo va a analizar el al-
cance de los elementos de hecho cuya calificación jurídica se discute. De
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«ste análisis, cuyos pormenores vamos a omitir aquí, se llega a la conclu-
sión de que hay una carencia de datos para poder afirmar que el Veredón
de Morales sea, o haya sido, una fija de terreno de dominio público, pu-
diéndose comprobar, en cambio, a través de diversas pruebas —informes
del Ayuntamiento y de la Hermandad Sindical, así como la certificación
del Registro de la Propiedad (63), muy clara en el sentido que se indica—,

(63) En e] caso del Cerrillo Agustín (S. de 29 noviembre 1962, Arz. 4.185) el
Ayuntamiento de El Bolao (Madrid) había vendido mediante subasta, tras la correspon-
diente autorización, unos terrenos que se habían inscrito en el Registro de la Propiedad.
Pues bien, el Supremo no da primacía a la inscripción en el Registro, tratándose de un
•caso verdaderamente pintoresco tal y como se deduce de los términos mismos de la sen-
tencia: «La ob'.igada aplicación de las normas legales no debe llevar a desconocer la
anómala situación real a que se ha llegado en virtud de que, por un lado, un órgano
superior de la Administración Central, el Ministerio de Agricultura, apoyado en una legis-
lación especial: el Reglamento de 1944, declarando que el Cerrillo Agustín es innecesario
en cuanto anejo de vía pecuaria, decreta su enajenación por el Estado, mientras que, por
•otro lado, otros dos órganos superiores de la Administración: los Ministerios de la Go-
benación y Hacienda, autorizan al Ayuntamiento, titular inscrito de la posesión primero
y del dominio durante la tramitación del deslinde, a vender el terreno en cuestión, lo que,
aparte todo precio sobre ello, ha determinado el que cuando se promulga la Orden hoy
recurrida, el terreno innecesario como descansadero y enajenable por el Estado, está trans-
formado en una pequeña zona residencial, con varios hoteles, alguno con piscina, con de-
pósiio Je agua y un puerto, edificaciones cuyos dueños pagaron al Ayuntamiento el im-
porte del solar y que entienden no hay razón para que lo abonen dos veces; realidad
"viva, la percepción de cuya importancia ha. 'llevado al Ministerio de Agricultura a dos par-
ticularidades de la Orden de la Dirección Ceneral de Ganadería, confirmada por la minis-
terial hoy recurrida, que son las comprendidas en los números 3.° y 5." de su parte dis-
positiva, consistentes en disponer que no son autores de intrusión, ni procede imponerles
multa alguna, los compradores de las parcelas vendidas por el Ayuntamiento, que edificaron
•o utilizaron en otra forma tales parcelas, pero sin que ello prive a los terrenos que ocupan
de su carácter de vía pecuaria innecesaria objeto de enajenación; y disponer asimismo en
«1 citado número 5.° que la enajenación tenga lugar «en forma benévola y generosa», dis-
posiciones ambas que, quedando subsistentes tras la declaración de inadmisibilidad de este
recurso, combinadas con una benigna aplicación del párrafo 2° del artículo 28 del Regla-
mento de 23 de diciembre de 1914, pueden motivar las consecuencias de una rígida aplica-
ción de las normas legales, frente a la situación efectiva actual, producida por las causas
indicadas».

Pero en este caso no se pudo utilizar la inscripción de los bienes en el Registro de la
Propiedad, por la sencilla razón de que hubo de aceptarse la alegación de inadmisibilidad
del recurso por razones elementales impuestas por la regulación legal.

En cambio, en el cajo de la Cañada real Segoviana (S. de 4 de mayo de 1959, Arz. 1.888;
ponente, señor CORDERO), el Supremo se opone enérgicamente a que sea considerada como
vía pecuaria una finca inscrita en el Registro de la Propiedad a favor de un determinarlo
propietario.

También en la sentencia de 6 de marzo <!e 1961 (Arz. 1.094), dando primacía a la ins-
cripción en el Registro de la Propiedad, se deniega e! carácter de vía pecuaria de determi-
nada finca.

También se da primacía a la inscripción registra! en el caso del cordel del Cerro del
Calo (S. de 28 de noviembre de 1961, Arz. 4.017).
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el carácter de servidumbre del aprovechamiento discutido, perfectamente
compatible con la propiedad de los recurrentes.

De esta manera, «forzoso es reconocer —dice el Supremo— que el
mencionado Veredón de Morales constituye una servidumbre» (64), lle-
gándose, por tanto, a la conclusión de que «la Orden impugnada no es
conforme a Derecho y procede su anulación».

Se trata, como se ve, de un planteamiento muy sugestivo, cuyos resul-
tados es preciso tener en cuenta para valorar adecuadamente la regulación
actual de las vías pecuarias. Por eso, vamos a fijarnos ahora en las conse-
cuencias más importantes que nos brinda la resolución del caso del Ve-
redón de Morales:

a) Lo primero que conviene destacar es la posibilidad misma de esta
servidumbre. Es muy importante constatar que el Supremo no duda en
calificar jurídicamente a este camino como una servidumbre. Más ade-
lante hemos da volver sobre este tema al estudiar los caminos rurales (65).

(64) La importancia del fallo comentado se destaca más si se tiene en cuenta que en
otras ocasiones el Supremo había manlenido la postura contraria. Así, en el caso de ía
Cañada real de las Merinas (S. de 18 de abril de 1956, Arz. 2.233), había manifestado ex-
presamente el Supremo que «cualquiera que sea el concepto que en el orden público pue-
tlan merecer las vías pecuarias, es patente que por ¡a finalidad que cumplen de proteger
una de las riquezas fundamentales de nuestra economía, estableciendo y conservando los
caminos por donde se mueven de Norte a Sur los grandes rebaños trashumantes, revisten
un carácter peculiar, que no permite puedan ser consideradas, cual la parte adora preten-
de, como meras servidumbres de carácter privado, razón por la que la Administración se
ha preocupado desde muy antiguo de vigilar su uso, atender a su conservación, defender
y regular su aprovechamiento, mediante las atribuciones otorgadas, primero, al antiquísimo
Concejo de la Mesta, después a la Asociación General de Ganaderos y hoy asumidas por
la Administración del Estado a medio de la Dirección General de Ganadería del Ministerio
de Agricultura».

Para llegar a tal conclusión el Supremo ha utilizado en es'e caso el argumento siguiente,
que, como se puede deducir de las páginas anteriores, es bastante vulnerable: «Que aun
•cuando es cierto que el C. c , en su artículo 570, menciona las servidumbres de antiguo
conocidas con los nombres de Cañada, Cordel y Vereda y los de Descansadero,, Abrevadero
y .Viajada, no es menos cierto que el citado precepto establece que su regu.ación se aco-
modará a las Ordenanzas y Reglamentos del Ramo, por lo que es patente que en esla
materia peculiarísima y especial las normas que la rigen están constituidas por las dispo-
siciones administrativas al efeclo dictadas por encauzar y reglamentar institución de tanta an-
tigüedad y abolengo en nuestra patria, sin que en su consecuencia pueda deducirse, como fun-
damento de las peticiones contenidas en la demanda, las prescripciones del citado cuerpo legal
referentes a servidumbres, ya que precisamente aquéllas, por expresa disposición del menciona-
do artículo, quedan sometidas en su regulación a las Ordenanzas y Reglamentos del Ramo».

En este caso se trataba, como se recordará, de un propietario que había realizado utili-
zaciones forestales en una cañada que atravesaba una finca de su propiedad. La Adminis-
tración le había impuesto una multa, afirmando ser de dominio público. tanto la cañada
como los aprovechamien:os forestales de la misma. El particular se oponía, destacando el
carácter de servidumbre. El fallo consagró el punto de vista de la Administración.

(651 Recuérdese lo señalado en la nota 1
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Pero ya desde ahora conviene hacer la advertencia de que esta configu-
ración jurídica no anda muy alejada de algunas concepciones del Derecho
comparado a las que más atrás nos hemos referido. Habiéndose podido
comprobar (66) la titularidad privada de la faja de terreno discutida, no
hay inconveniente en calificar el camino de servidumbre.

£>) Es también muy de destacar en el fallo estudiado el simple hecho
de que haya accedido a analizar el problema en cuestión. Insisto en esto,
aunque pueda parecer obvio, porque la decisión tomada aborda decidida-
mente una de las cuestiones que tradicioualmente venían siendo calificadas
de civiles, cuyo simple análisis rechazaban normalmente los Tribunales
contencioso-administrativos. Así, por ejemplo, sin ir más lejos, en el caso
fin la Cañada Real de. tas Merinas afirmaba el Supremo, de acuerdo con
una tendencia muy generalizada :

«A los fines de estudio y decisión del expresado problema, con-
visne dejar bien puntualizado que, dada la naturaleza del recurso
contencioso-administrativo y su precisa delimitación..., se concreta
su viabilidad a los casos de vulneración de derechos administrativos
y expresamente excluyen de su ámbito las cuestiones de índols civil,
es decir, aquellos en que el derecho precisamente quebrantado sea
de tal carácter, por lo que es evidente que ni es cuestión que puede
debatirse, ni la resolución que en su consecuencia se dicte debe en
ningún caso versar sobre derechos de propiedad, ni supuesto desco-
nocimiento de los mismos, problemas que tienen su cauce adecuado
mediante el ejercicio de las acciones oportunas aute los Tribunales
de la jurisdicción ordinaria...» (67).

(66) En la parle referente a los caminos rurales —recuérdese la ñola 1— se insiste
en la importancia que han adquirido, quizá sin demasiada justificación, los aspectos pro-
Imtorios a la hora de configurar jurídicamente los caminos rurales.

(67) Vid. tamhién la sentencia de 5 de febrero de 1959 (Arz. 566), referente a un ca-
mino municipal. En cite mismo sentido, recientemente, GUAITA, Derecho administrativo es-
pecial, III, 279, nota 28, en relación, también, con las vías pecuarias. En c] sentido que se
elogia en el texto, véase, en cambio la sentencia de 9 de julio de 1959 (Arz. 2.790), referente
al caso del camino de Santa Engracia a Piedrahita, de la que fue ponente el señor FER-
NÁNDEZ HERNANDO. Son de destacar igualmente en esta dirección la sentencia de 29 de
septiembre de 1959 (Arz. 3.539), que resuelve el caso de la Cañada de la Jara; la de 5 de
octubre de 1959 (Arz. 3.553) y la de 29 de noviembre de 1962 (Arz. 4.585), referente al
caso del Cerrillo Agustín, de la que fue ponente el señor ARIAS RAMOS.

Desde otra perspectiva, la sentencia civil del Tribunal Supremo de 18 de enero de 1918,
referente al caso, del cordel del León, casa la sentencia del Tribunal inferior, que se había
declarado incompetente, y reconoce el Supremo que «!a cuestión planteada en esta litis
es de orden esencialmente civil, y tanto es así, que se discute algo inherente al derecho
de la propiedad, mejor aún, al de la posesión por los dueños indiscutibles de los pinos

146



EL PROCESO DE APROPIACIÓN POR EL ESTADO DE LAS VÍAS PECUARIAS

En otro lugar me he ocupado con detalle del significado histórico de
;sta distinción entre derechos civiles y derechos administrativos (68). Aquí
ne interesa sólo constatar que el fallo que ahora comentamos se sitúa,
iin ninguna discusión, en la línea superadora de los inconvenientes que se
tenían deduciendo de tal distinción.

c) Entra también el fallo a dar alguna precisión en orden a la con-
'iguración jurídica de este tipo de servidumbres. Vamos a abstenernos aquí
le hacer mayor comentario, limitándonos a transcribir la opinión del Tri-
Dunal en tan delicado problema:

«... El mencionado Veredón de Morales constituye una servi-
dumbre que tiene, en cuanto a su acomodación a la clasificación de
éstas en prediales y personales, un carácter doble o mixto, ya que
es predial en cuanto está establecido en favor de los predios colin-
dantes, y personal en cuanto su uso se extiende también a la comu-
nidad de todos los vecinos de Posadas, según permite el artículo 531
del Código civil».

Vemos, por tanto, que junto a admitirse su carácter de servidumbre
aredial, se reconoce que estamos ante un supuesto de servidumbre per-
sonal. La inclusión pacífica de un camino dentro de esta categoría es una
aarticularidad que conviene, también, destacar debidamente. Más ade-
ante hemos de volver sobre este tema (69).

d) Se podría pensar que con este fallo el Tribunal está aplicando im-
jlícitamente la doctrina de las materias reservadas a la Ley. Considerán-
lose tradicionalmente la propiedad como una de las materias cuya regu-
ación se consideraba reservada a las Leyes formales, vemos que el Tri-
junal se opone a una actuación administrativa de la que resultaba la ne-
gación del derecho de propiedad. En otra ocasión he estudiado con más
letalle una jurisprudencia del Tribunal Supremo en la que parece darse
icogida también a dicha doctrina de las materias reservadas, al objeto de

leí de aprovechamiento de éstos, del de poderlos resinar, sin que tales cuestiones en abso-
uto se rocen con la extensión y los límites de las vías pecuarias, con las servidumbres de
Jaso de los ganados por las fincas que las cañadas o cordeles atraviesan, ni menos aún
:on que por los propietarios demandantes, hoy recurrentes, se desconozcan y perturben los
lercchos que la Asociación de Ganaderos tenga en ese respecto sobre la vía llamada "Cor-
lel del León"».

(68) Véase mi colaboración Unidad de jurisdicción para la Administración pública, en
:1 tomo «Perspectivas, del Derecho público en la segunda mitad del siglo xx. Estudios a la
Memoria del Profesor Enrique SAYACUÉS», V. 3, t. 67 de la «Rev. de D. J. A.» (Montevi-
leo, 1.967). . . . .

(69) Recuérdese nuevamente la nota número 1. • '
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proteger el contenido del derecho de propiedad (70). A este respecto po-
demos señalar la coincidencia de que la jurisprudencia estudiada en aque-
lla ocasión hacía referencia también a actuaciones del Ministerio de Agri-
cultura.

e) Es evidente, desde luego, que el caso estudiado nos sitúa ante una
importante tensión de derechos. El proceso de apropiación realizado por
el Estado sobre las vías pecuarias utilizando la técnica del dominio público
no es un proceso que se realice sobre el vacío. Toda acción de apropiación
implica, correlativamente, por regla general, una desapropiación de otro
sujeto en la misma medida en que se extiende aquella apropiación. Al
admitirse la posibilidad de vías pecuarias configuradas como servidumbre,
el Tribunal Supremo está tomando posición en este delicado problema.
Por de pronto, frente a la tendencia estatalizadora de toda servidumbre
pecuria para convertirla en propiedad de la Administración, se proclama
sin ninguna dificultad la posibilidad de existencia de vías pecuarias que
no sean propiedad del Estado, sino qua sean propiedad privada de sujetos
particulares.

Desde el punto de vista de técnica jurídica significa esto que la regu-
lación dada por el Código civil en relación con las servidumbres (71) puede
seguir en pie junto a la regulación administrativa que ha surgido junto a
ella (72), e incluso puede prevalecer sobre las mismas.

Estas escuetas observaciones creo que son suficientes para demostrar-
nos la importancia del fallo estudiado. Es evidente que la regulación ad-
ministrativa no ha alcanzado a inutilizar la regulación del Código civil (73).

(70) La doctrina de las materias reservadas a la Ley y la reciente jurisprudencia del
TriBunal Supremo, núm. 39 de esta REVISTA (1962), 287 ss.

(71) La sentencia de 26 de noviembre de 1962 (Ara. 4.518) deniega un recurso en el
que se impugnaba un deslinde realizado en materia de vías pecuarias, y el Supremo utiliza
a favor de la calificación como de bienes de dominio público una inscripción registral tu
la que se decía «que la finca de referencia está gravada por la servidumbre de dos cañadas
de 45 varas de anchura». Esto nos demuestra que las inscripciones regístrales no dudan en
calificar a las vías pecuarias de servidumbres.

(72) En el caso de la Cañada real segoviana (S. de 4 de mayo de 1959, Arz. 1.888)
entendía el Supremo que sería erróneo enjuiciar el fondo del asunto, «partiendo de una
inexistente oposición entre dos sistemas jurídicos, como de naturaleza pública, contenido
en las disposiciones administrativas de 1892 y 1944, relativas al deslinde y régimen de las
vías pecuarias, y otro de naturaleza privada, representado por el Código civil, la Ley Hipo-
tecaria y su Reglamento; pues lo exacto es que ambos ordenamientos deben entenderse
armónicos, ya que lo mismo la reivindicación que el deslinde de las vías pecuarias no deben
suponer despojo o menoscabo alguno de los derechos dominica'es y sus derivaciones...».

(73) La sentencia de 5 de marzo de 1959 (Arz. 977) afirma incidentalmente que el
Decreto de 23 de diciembre de 1944 deroga los antiguos fueros y privilegios. En cambio,
en el caso del Cordel del León (sentencia civil de 18 de enero de 1918, recogida en la
nota 67), el planteamiento del Supremo es opuesto a lo que signifique una apropiación
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De ahí que sea posible afirmar que la calificación como servidumbre de
determinadas vías pecuarias sí puede ser suficiente para los fines de la
ganadería, es, desde luego, perfectamente concorde con nuestro Derecho
positivo. Quizá habrá dificultades de prueba para poder demostrar la
pertenencia a un particular vecino del terreno usado para paso de gana-
dos. Pero una cosa es el problema de prueba —-con toda la importancia
que le puede atribuir la postura profesada frecuentemente por el Supre-
mo— y otra la afirmación tajante e indeterminada de que cualquier uso
pecuario implica la propiedad del Estado. La sentencia aludida viene a
quebrar definitivamente esta segunda posibilidad.

A la vista de nuestro Derecho positivo, algún autor ha afirmado, como
antes veíamos, que «las vías pecuarias son un ejemplo de dominio público,
no de una servidumbre de paso» (74). Pues bien, a la luz de la sentencia
que acabamos de estudiar no queda más remedio que matizar la afirma-
ción anterior: las vías pecuarias serán de dominio público si es que son
de dominio público. Porque puede suceder también que las vías pecuarias
no sean de dominio público. Puede que sean sólo una servidumbre de
paso. Y en tal supuesto no cabe pretender que tengan que ser necesaria-
mente de dominio público. Si son de propiedad de un particular, no puede
afirmarse al mismo tiempo la propiedad del Estado sobre las mismas.

por parte del Estado de todas las vías pecuarias o servidumbres de paso. Del conjunto de
la sentencia se deduce, evidentemente, que se está dando primacía a la regulación del Có-
digo civil.

(74) GUAITA, Derecho administrativo especial, III, 278. Esta opinión está también ex-
tendida entre los civilistas; vid., por ejemplo, BONET, Código civil comentado, Madrid, 1962,
página 460.
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